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I. Caratula  

 

 

 

       TEMA EN DERECHO PENAL 

                              

                                “ROBO AGRAVADO” 

 

                             DATOS DEL EXPEDIENTE 

 

                  EXPEDIENTE   :   00357-2016-25-0402-JR-PE-01 

                  IMPUTADO      :    PAREDES VILLAREAL CARLOS 

                  AGRAVIADA    :   MAYRA ELIZABETH BARRENECHEA     

                                                                      HUAYANCA 

       JUZGADO           :   PRIMER JUZGADO UNIPERSONAL DE  LA 

                                       CORTE   SUPERIOR DE JUSTICIA DE AREQUIPA 

        VIA PROCEDIMENTAL:  PROCESO COMUN 
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II. Tema y Título. –  

El presente trabajo de suficiencia profesional versa sobre el desarrollo del 

expediente N°.00357-2016-25-0402-JR-PE-02 de materia de Derecho Penal, la 

cual tenemos como sujetos procesales a Carlos Paredes Villareal, como parte 

imputada y Mayra Elizabeth Huayanca Mayra como parte agraviada, por la 

presunta comisión del delito de robo agravado; interpuesto ante el Primer Juzgado 

Unipersonal de la Corte Superior de Justicia de Arequipa y que tiene como vía 

procedimental el proceso común.  

 

III. Fundamentación. –  

Hoy en día nuestra sociedad se ha vuelto víctima de innumerables delitos, 

las cuales causan un gran temor a la ciudadanía, debido a que la seguridad 

ciudadana se ha visto resquebrajada por hechos violentos, acciones que 

contravienen la norma legal y que ponen en peligro incluso sus vidas mismas, 

aumentado la tasa de homicidios o de lesiones graves por la violencia que se 

genera. 

 

Dentro de ese contexto, nos referimos al delito contra el patrimonio en la 

modalidad de robo agravado, pues esta acción típica, antijuridica y culpable; 

permite que el estado peruano a través de las normas legales establecidas en el 

código penal, nuevo código procesal penal y otras normas jurídicas considere las 

sanciones y como consecuencia se establezca una pena de acuerdo a la 

vulneración del derecho. 

 

Tal es así, que para la comisión del hecho delictivo tiene que cumplir ciertos 

elementos para que se pueda configurar como tal, siendo uno de ellos la tipicidad 

que es entendida como la adecuación de la conducta a un determinado tipo penal 

y que participa el sujeto activo quien es el que realiza el delito, es decir el imputado, 

mientras que el otro sujeto el pasivo es la victima contra la que se comete el delito, 

además debe mediar la violencia, amenaza y que atente sobre un valor a 

salvaguardar. 
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Asimismo, tenemos el segundo elemento, la antijuricidad, entendida como 

una conducta, contrario al orden jurídico, contrario a la ley y que estos actos causan 

un daño, lesionan el bien jurídico protegido y por tercer elemento la culpabilidad, 

refiriéndose a que una vez que se haya comprobado que un acto es típico y 

antijuridico se determinara el grado de responsabilidad del individuo como autor del 

delito cometido.  

 

Que, de todo lo expuesto, tenemos que el delito de robo previsto en el 

artículo 188° del Código Penal define como aquella conducta por la cual el agente 

se apodera, mediante violencia o amenaza de un bien mueble total o parcialmente 

ajeno, privando al titular del bien jurídico del ejercicio de sus derechos de custodia 

o posesion empleando violencia o amenaza por parte del agente sobre la víctima.  

 

Según el autor Peña Cabrera define al delito de robo como: “delito que 

atenta contra el patrimonio concretamente los derechos reales amparados en el 

ordenamiento jurídico cuyos medios que emplea el agente para apoderarse del 

bien mueble, es la violencia y/o amenaza de peligro inminente para la vida e 

integridad física del sujeto pasivo de la acción típica”. 

 

Que, de acuerdo a la elaboración del trabajo de suficiencia personal 

desarrollada minuciosamente en el Expediente N°.00357-2016-25-0402-JR-PE-02, 

sobre la comisión del delito de robo agravado, tiene como sujetos procesales a 

Carlos Paredes Villareal, como parte imputada y Mayra Elizabeth Huayanca Mayra 

como parte agraviada, donde se puede advertir la comisión del delito de robo 

agravado tipificado en el artículo 189° inciso 2;3 y 4 del Código Penal y queda 

demostrado la peligrosidad del delito con el arma de fuego, aumentando la 

vulnerabilidad de la víctima de despojarla de un bien (dinero) que no era de su 

propiedad obteniendo un provecho patrimonial.  

 

Siguiendo con lo expuesto, el autor Salinas Siccha hace mención respecto 

a las modalidades de robo agravado como es durante la noche o en lugar desolado 

describiendo lo siguiente: “robo durante dicha circunstancia carece de luz solar 

propia un estado de mayor peligro a los bienes jurídicos de la víctima”, esto es que, 
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de acuerdo a los hechos relevantes del expediente se aprecia que la comisión del 

delito se cometió durante la noche, por lo que se agrava la situación jurídica del 

imputado. 

 

De la misma manera en cuanto a la circunstancia agravante de mano 

armada, Peña Cabrera señala: “fundamento agravante de peligrosidad objetiva se 

ve revelada cuando el agente porta arma cuya efectividad y utilización puede 

desencadenar un evento lesivo de magnitud considerable dada la naturaleza de 

los bienes jurídicos”. 

 

Asimismo, tenemos al Dr. Soler que define el termino arna: “es aquel 

instrumento específicamente a herir o dañar a la persona como cualquier otro 

objeto que sea transformado en arma por su destino al ser empleado como un 

medio contundente”; pues precisamente dentro del desarrollo del expediente se 

configura esta agravante, pues el imputado uso el arma de fuego para doblegar la 

voluntad de la víctima ejerciendo violencia, amenazas con el fin de que el sujeto 

pasivo logre desapoderar sus pertenecías y sea sustraída por este.  

 

Que, de acuerdo al Recurso de Nulidad N° 5824-97- Huánuco, señala que: 

“Un arma es todo instrumento real que incrementa la capacidad de agresión del 

agente y reduce la capacidad de resistencia de la víctima, de ninguna manera 

puede considerarse como robo simple la conducta desplegada por los referidos 

acusados, pues si bien es cierto que aparentemente son inocuas, pero sin embargo 

resultaron suficientes para lograr atemorizar a la agraviada”. 

 

Por otra parte, en cuanto a la agravante de dos o más personas se entiende 

que durante el desarrollo de la acción incrementa el grado de peligrosidad de los 

agentes y el riesgo para la vida e integridad de la víctima, aquí debo hacer una 

acotación, si bien es cierto se hace uso de esta agravante pero durante el desarrollo 

de la investigación no se logró con la identificación de los presuntos responsables, 

quedando como autor directo de la comisión del delito de robo agravado el 

imputado Carlos Paredes Villareal, pues fue la persona que realizo directamente la 

acción típica descrita. 
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Que, en el presente desarrollo de los hechos, se aprecia la comisión de otros 

delitos por parte del imputado; sin embargo, durante el tiempo que trascurrían las 

investigaciones de juicio oral y la emisión de las sentencias se logró absolver de 

los delitos de tentativa de robo agravado pues este no se llegó a consumar y no se 

encontró estado de amenaza con peligro inminente para la vida o integridad física, 

por otro lado, el delito de micro comercialización de drogas se alega la absolución 

debido a que no se demostró la posesion de drogas y menos en las cantidades no 

mayores de cincuenta gramos de pasta básica de cocaína y de cien gramos de 

marihuana, conforme lo estipula el artículo 298° inciso 1 y artículo 299° segundo 

párrafo del Código penal. 

 

Cabe señalar que la emisión de la Sentencia N°.07-2018-JPC-MPC-CSJAR 

del Juzgado Penal Colegiado de la Corte Superior de Justicia de Arequipa, que 

resuelve condenando a Carlos Paredes Villareal autor de los delitos de robo 

agravado, tentativa de robo agravado y en concurso real con el delito de micro 

comercialización de drogas se le impone diecisiete (17) años de pena 

privativa de libertad efectiva, asimismo, en la emisión de la sentencia de 

segunda instancia que confirma al imputado como autor del delito de robo 

agravado, revoca la sanción de diecisiete años y la reforma a doce años de 

pena privativa de libertad, aunado a ello el Recurso de Casación N°.1175-

2018  resuelve nulo e inadmisible el recurso de casación interpuesto por 

Carlos Paredes Villarreal. 

 

Que, en todo momento del desarrollo se tuvo en cuenta los principios 

procesales, tal es así como el principio de legalidad que consiste en la formalidad 

del proceso, tenemos también el principio de derecho de defensa, como garantía 

de un debido proceso penal y que comprende una serie de derechos derivados 

como son los de conocer los fundamentos de la imputación. 

 

Nuestra Constitución Política del Perú reconoce el derecho de defensa 

tipificado en el artículo 139° inciso 14 del cual se garantiza en la protección de sus 

derechos y obligaciones sea de cualquier naturaleza ya sea civil, penal, laboral a 
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fin de que no quede en estado de indefensión, siendo que este principio procesal 

el imputado hizo valer su derecho a través de su abogado defensor quien interpuso 

recurso de apelación y recurso de casación en las vías correspondientes, lo cuales 

no fueron debidamente motivadas pues no se logró desvirtuar el principio de 

presunción de inocencia.  

 

Finalmente, tenemos la estructura de la investigación en determinados 

capítulos, siendo el primero, los hechos de fondo que consta de la identificación de 

los hechos relevantes, órganos jurisdiccionales, problemas, elementos jurídicos, 

discusión, conclusiones; y el segundo capítulo se ubica los hechos de forma como 

son identificación de hechos relevantes, problemas, elementos jurídicos, discusión, 

conclusiones, plan de actividades y cronograma, referencia bibliográfica y anexos. 

 

IV. Objetivos. –  

 

- Determinar si la calificación jurídica por el delito de robo agravado 

se realizó con los elementos de convicción que demuestren la 

responsabilidad del acusado. 

 

- Determinar la proporcionalidad de la pena privativa de libertad por 

la comisión del delito de robo agravado y si existe agravantes, 

atenuantes que influyan en la calificación de la misma. 

 

- Determinar que la circunstancia agravante “a mano armada” 

asegura la ejecución del hecho delictivo e incrementa su grado 

de culpabilidad.  

 

- Determinar el grado de participación del imputado en la comisión 

del delito de robo agravado conforme a los medios probatorios de 

parte del Ministerio Publico. 
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V. Indicadores de logro de los objetivos. –  

 

VI. Descripción del contenido. – 

 

 
Principio Del Debido Proceso Principio De Legalidad 

 
Principio a la motivación de las 

Resoluciones judiciales 

 

   Intenciones 

 

Concreciones 

 

              Evidencias 

          1. La Segunda fiscalía 

provincial Penal Corporativa de 

Camaná, del Distrito Fiscal de 

Arequipa formuló el Requerimiento 

Mixto de fecha 17 de abril del año 

2017; dentro del plazo establecido 

por ley.  

1. El presente proceso del 

delito de robo agravado, parte 

imputada hizo valer su derecho de 

defensa tipicada en el artículo 139° 

inciso 14, de la Constitución Política 

del Perú.    

1.La declaración de la 

agraviada Mayra Barrenechea 

Huayanca de fecha 10 de agosto del 

2016, determinó la identificación de 

Carlos Paredes Villareal como autor del 

delito de robo agravado.    

3. El Ministerio Público 

solicitó dentro del plazo de ley una 

audiencia de prolongación de prisión 

preventiva, emitida con Resolución 

N°.02-2016 de fecha 23 de agosto 

del año 2016; la cual le declaran 

fundada por seis meses.  

2. La presunción de 

inocencia tipificada en el artículo II 

del Código Procesal Penal, derecho 

que hace uso el investigado en el 

presente proceso. 

2. El acta de incautación del 

arma de fuego de fecha 10 de agosto del 

2016, es un medio probatorio que 

acredita la comisión del delito de robo 

agravado.  

4. Para la emisión del auto 

de enjuiciamiento con Resolución 

N°.10-2017 de fecha 09 de agosto 

del año 2017, se saneo´, se admitió 

los medios probatorios y se valida 

formal y sustancial la acusación del 

Ministerio Publico.  

3. La comisión del delito de 

robo agravado tipificado en el 

artículo 189° inciso 2;3 y 4 del 

Código Penal, tiene como autor al 

imputado Carlos Paredes Villareal.  

3. Se absuelve del delito de 

tentativa de robo agravado mediante 

Resolución N°.09 de fecha 07 de junio 

del 2018; a razón de que no hubo peligro 

inminente para la vida e integridad física 

de la víctima y porque no se llegó a 

consumar. 

5. Se interpuso recurso de 

apelación, con fecha 16 de febrero 

del 2017 sobre la Sentencia de 

primera instancia N°.07-2018 del 15 

de enero del 2018, dentro del plazo 

de ley (05 días hábiles) por la 

defensa técnica del imputado.  

 

4. El delito de tentativa de 

robo agravado tipificado en el 

artículo 16°; 189° inciso 2;3 y 04 del 

Código Penal, tiene como autor al 

investigado Carlos Paredes Villareal. 

4. Se absuelve del delito de 

micro comercialización de drogas, de 

conformidad con la sentencia de vista 

(Resolución N°.09 de fecha 07 de junio 

del 2018); a razón de que no hay medios 

que acrediten que el acusado haya sido 

poseedor de tales sustancias ilícitas y 

en cantidades no mayores conforme a 

ley.  

5. Se cumplió con los 10 

días hábiles, para interponer recurso 

de casación sobre la sentencia de 

vista N°.54-2018 de fecha 07 de 

junio del 2018 por parte de la 

defensa del imputado.   

5. El delito de micro 

comercialización de drogas tipificado 

en el artículo 288° del Código Penal, 

se tipifica con el hallazgo personal al 

imputado envoltorio de PBC y 

marihuana, en agravio del estado.  

5. En cuanto a la reparación 

civil, se conserva el monto de mil soles, 

pero sin perjuicio de devolver a la 

agraviada lo sustraído, tal como se 

indica con la Resolución N°.09 de fecha 

07 de junio del 2018.  
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FACULTAD DE DERECHO Y CIENCIA POLÍTICA 

ESCUELA PROFESIONAL DE DERECHO 

INFORME N° 010-JPHC-DTC-2023 

 

     A  : Dr. LUIS WIGBERTO FERNANDEZ TORRES 

                              Jefe de la Unidad de Investigación FDYCP 

 

           De  : Dra. Jessica Pilar Hermoza Calero 

                                     Docente Asesor 

                                            Código N° 054156 

 

           Asunto :  Informe final de Trabajo de Suficiencia Profesional- Curso 

de titulación. Expediente Penal N° 00357-2016-25-0402- 

JR-PE-01 DELITO DE ROBO AGRAVADO 

 

Bachiller : FELICITA MORALES FERNANDEZ 

 

Fecha  : 24 de Enero de 2023 

Tengo el agrado de dirigirme a usted, para hacer de su conocimiento 

el presente informe final de trabajo Profesional del presente Curso de Titulación, 

habiendo el/la bachiller desarrollado correctamente dicho trabajo académico, 

tanto en la parte Hechos de fondo y Hechos de forma, por consiguiente, tiene la 

condición de APROBADO con NOTA: 15 y se encuentra apto para solicitar día y 

hora para ser sustentado ante un jurado calificador. 
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CAPITULO I: Derecho Penal (Robo Agravado) 

 

A. HECHOS DE FONDO 

 
1. IDENTIFICACIÓN DE LOS HECHOS RELEVANTES DE FONDO 

 
 

1.1 Ministerio Público  

 

La segunda Fiscalía Provincial Penal Corporativa de Camaná 

del Distrito Fiscal de Arequipa, a tenor de lo establecido en el artículo 

349° del Código Procesal Penal y a las actuaciones que como medios 

de prueba se acompañan al requerimiento, FORMULA ACUSACION 

contra Carlos Paredes Villareal, por la presunta comisión del delito de 

ROBO AGRAVADO, en agravio de Mayra Elizabeth Barrenechea 

Huayanca; TENTATIVA DE ROBO AGRAVADO en agravio de 

Teodora Ccahuata García de Diaz y TRAFICO ILICITO DE DROGAS 

en agravio del estado representado por el Procurador Publico. 

 

Por lo que, solicita que se le imponga al acusado la pena de 

13.3 años de pena privativa de libertad por el delito de robo agravado; 

la pena de 9.6 años de pena privativa de libertad por el delito de 

tentativa robo agravado y 3.8 años de pena privativa de libertad por el 

delito de tráfico ilícito de drogas, siendo la pena total de 26.5 años de 

pena privativa de libertad efectiva y se fija la suma de S/.2,000.00 mil 

soles por concepto de reparación civil a las agraviadas Mayra 

Elizabeth Barrenechea Huayanca y Teodora Ccahuata García de Diaz 

y la suma de S/.1,000.00 soles por concepto de reparación civil a la 

Procuraduría Publica del Ministerio del Interior.  
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Hechos atribuidos al imputado: 

 

Respecto al delito de robo agravado, el imputado Carlos 

Paredes Villareal el día 10 de agosto del 2016 siendo las 19:30 horas 

ingreso al interior del local “Bar Mayra” con dos personas no 

identificadas varones, los cuales pidieron cervezas para consumir; sin 

embargo doña Mayra no quiso atenderlos y ante la negativa de esta, 

el investigado provisto de un arma de fuego, mediando violencia, 

encañono en la cabeza a Mayra Elizabeth Barrenechea Huayanca, 

cogiéndola del cabello y empujándola hacia su dormitorio que queda 

al interior del local; para después darle un golpe en el brazo y el cuello 

y sustraer de la mesa la suma ascendente a S/.1,200.00 soles y 

posteriormente fugar con las otras personas no identificadas.  

 

Respecto al delito de tentativa de robo agravado, el denunciado 

Carlos Paredes Villareal luego de salir del Bar Mayra junto con las dos 

personas no identificadas en forma brusca y amenazas ingresan al 

Bar “Dora” de propiedad de Teodora Ccahuata García de Diaz, donde 

el denunciado apuntando con el arma al cajero lo obligo a ingresar al 

interior del local, a fin de sustraer el dinero producto de las ventas, 

momento en que se hicieron presentes personal policial dando lugar 

a que los otros sujetos no identificados lograran escapar del lugar de 

los hechos.  

 

Respecto al delito de tráfico ilícito de drogas, al investigado 

Carlos Paredes Villareal se le encontró en posesión del bolsillo lado 

derecho de su polera color negro un arma de fuego de 6 mm, marca 

Baby Brouning, con una cacerina y en el bolsillo de su pantalón jean 

color azul, lado derecho se encontró 20 envoltorios de PBC y 04 

envoltorios de marihuana, conforme el Acta de verificación, análisis y 

pesaje de droga. 
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1.1.1 Declaración Del Procesado 
 

El procesado Carlos Paredes Villareal, manifiesta que es 

inocente de los cargos que se le imputa, y que el día 10 de 

agosto del 2016 a las 20:30 horas aproximadamente, se dirigió 

al bar “Mayra” con la finalidad de conversar con su ex pareja, 

entrando al lugar con otras tres personas que son sus amigos 

de apelativo Gringo, Machito y los otros dos no recuerda, quien 

no llegó a conversar porque no se encontraba presente en ese 

momento sale del local y se dirige a su cuarto a cambiarse de 

ropa, retornando después de 30 minutos al mismo lugar, 

ingresando al bar de la señora Dora, donde pidió  dos cervezas 

y después de 10 minutos ingresaron 05 efectivos policiales 

aproximadamente, y de frente le echaron al piso y le redujeron, 

llevándolo a la comisaria de Urasqui. 

 

 Dijo que acudió al bar Mayra con la finalidad de ver a 

una chica con quien estaba anteriormente la misma que hace 

15 días le causó lesiones en el rostro, comento que fue a verla 

con la finalidad de conversar, la misma que no se encontraba 

en ese momento, motivo por el cual se retiró del lugar. 

 

Dijo, que el arma de fuego y los envoltorios de 

marihuana y PBC no son de su propiedad, alego que dichos 

bienes se los puso un técnico de tercera de la Policía y que no 

recuerda su nombre. 

 

Dijo, que Mayra Barrenechea Huayanca maltrataba a su 

ex Cindy Araujo, ya que ella vive en su casa de la denunciante, 

además menciona que, si tiene amistad con la señora Teodora 

Ccahuata García de Diaz y le dice tía Dora de cariño, porque 

tienen una amistad de más de 4 años. 

 



 
12 

 

 

1.1.2 Declaración Del Agraviado 

 

MAYRA BARRENECHEA HUAYANCA, relata que fue 

víctima de robo agravado el día 10 de agosto del 2016 a las 

19:30 horas aproximadamente, donde ingresa a su local el 

joven de nombre Carlos Paredes Villareal y dos personas de 

sexo masculino desconocidos, solicitándole cervezas y como 

no la quiso atender empezó hacer escándalo, empujándola a la 

puerta de su dormitorio; asimismo la agraviada había dejado la 

cantidad de mil doscientos (S/.1,200.00) nuevos soles 

aproximadamente en la mesa de noche, es ahí donde el 

imputado le encañona con un arma de fuego hacia la cara 

diciéndole te voy a matar, dame más plata “MIERDA”, donde la 

tienes; para después jalarle los cabellos y darle puñetes en el 

brazo y en el cuello, comenzando asustar a su hija Briana 

García Barrenechea con el arma de fuego quien se encontraba 

en el dormitorio. 

 

De la misma manera, comienza a agredir físicamente y 

psicológicamente a sus trabajadoras que laboraban en su local, 

donde el imputado quiso robarles y como no encontró nada de 

bienes en sus trabajadoras, empezó a romper las botellas de 

cerveza y tirar las mesas e insultarlas para después retirarse y 

amenazarlas de muerte, luego se fue con dirección a la 

canchita de Aspamacsu – Secocha regresando a los quince 

(15) minutos aproximadamente, pero la puerta estaba cerrada, 

empezando a patearla y arrojar piedras; poco tiempo después 

se dirigió al local del frente de nombre “Dora” e ingreso, además 

señala que el investigado fue quien lo amenazo más.    
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Dijo, que, si puede afirmar, aseverar y precisar que la 

persona de nombre Carlos Paredes Villareal, alias “charapo”, 

es quien le apunto con un arma de fuego en la cara, asimismo 

comento que lo reconoció porque observo en la portada de 

periódico sin fronteras publicado el día 06 de agosto del 2016 

donde su fotografía del mismo. 

 

Dijo que si puede demostrar la preexistencia del dinero 

porque es de su ganancia de la venta de cervezas que 

realizaba en su negocio.  

 

TEODORA CAHUATA GARCIA DE DIAZ, relata que el 

día 10 de agosto del 2016 a horas 19.50 p.m. 

aproximadamente, toco la puerta de su local la persona de 

nombre Carlos Paredes Villareal y dos personas de sexo 

masculino desconocidas, quien el imputado ingresa a su local 

diciendo esto es un asalto, reduciendo al cajero y trasladándolo 

a la parte interior del local, sin embargo, en esos momentos 

personal policial llego y logro intervenirlo siendo agredido 

físicamente por vecinos del pueblo de Secocha, donde la 

policía para mayor resguardo lo conducen al PAR-PNP-

URASQUI. 

 

Dijo, que quien toco la puerta era Carlos con tres 

personas más, entro con un arma de fuego y le dijo a mi cajero 

este es un asalto, llegando al insitu el teniente y el alférez, 

quienes le solicitan que pida apoyo, dirigiéndose a Aspamacsu, 

llegando el técnico Ortiz y otros policías más, además alega 

que no les quitaron dinero, y afirma que Carlos tenía un arma. 

 

Dijo que nunca habían robado en su local y que había 

interpuesto la denuncia, porque fue amenazada de muerte y 

tenía miedo de eso, es por ello que solicito garantías. 
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1.1.3 Concordancia y contradicciones entre hechos 

afirmados por las partes 

 

1.1.3.1 Concordancia 

• El procesado y la agraviada Mayra Barrenechea 

Huayanca concuerdan que llego al local 

acompañados de cuatro amigos. 

 

• El procesado y la agraviada Mayra Barrenechea 

Huayanca concuerdan que boto las mesas y 

cervezas del local. 

 

• El procesado y la agraviada Teodora Ccahuata 

García de Diaz concuerdan que se conocen hace 

tres a cuatro años. 

 

1.1.3.2 Contradicciones 
• El procesado refiere que llego al bar Mayra a 

conversar con su ex pareja Cindy Araujo, mientras 

que la agraviada Mayra Barrenechea alega que era 

su trabajadora, pero no tenían ninguna relación 

sentimental.  

 

• El procesado refiere que no portaba arma de fuego, 

mientras que la agraviada Mayra Barrenechea alega 

que en el día de los hechos le apunto con el arma de 

fuego y la golpeo.  

 

• El procesado refiere que no robo ningún dinero del 

Bar Mayra, mientras que la agraviada Mayra 

Barrenechea precisa que fue víctima de robo 

agravado por la suma de S/.1,200.00 soles de su 

mesa de noche. 
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1.2 Órganos Jurisdiccionales 
 
1.2.1 Sentencia del Juez Penal Unipersonal o Colegiado 

 
SENTENCIA N°.07-2018-JPC-MPC-CSJAR 
 
Camaná, 15 de enero del año dos mil dieciocho 
 

FALLA: CONDENANDO a CARLOS PAREDES 

VILLAREAL, como autor del delito de ROBO 

AGRAVADO, en agravio de Mayra Elizabeth 

Barrenechea Huayanca; asimismo en delito continuado 

de ROBO AGRAVADO EN GRADO DE TENTATIVA en 

agravio de Teodora Ccahuata García de Diaz y en 

concurso real con el delito de 

MICROCOMERCIALIZACION DE DROGAS en agravio 

del Estado representado por el Procurador Publico del 

Ministerio del Interior; en consecuencia se le impone 

diecisiete (17) años de pena privativa de libertad 

efectiva, cuyo computo tiene como fecha de inicio el 10 

de agosto del 2016 y como fecha de vencimiento el día 

10 de abril del 2032.  

Se IMPONE 180 días multa que asciende a la 

suma de S/.126.00 soles y se FIJA como reparación civil 

la suma de S/.3,000.00 (tres mil con 00/100 soles) a  

razón de mil soles para cada uno de los agraviados 

Mayra Elizabeth Barrenechea Huayanca, Teodora 

Ccahuata García de Diaz y el Estado representado por 

el Procurador Publico del Ministerio del Interior.  

Se ORDENA EL DECOMISO de una pistola semi 

automática, marca Brownings Patent Depose, modelo Baby de 

la fabricación Belga, calibre 25 auto (6,35 mm) serie 172121, 

en pavón color negro, tubo cañón de 5,3 cm de longitud, con 

seis rayas helicoidales y 20 envoltorios de PBC y 04 envoltorios 

de marihuana. 
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1.2.1.1 Hechos tomados en cuenta por el Juez Penal. 
 

• El investigado Carlos Paredes Villareal, el día de los 

hechos 10 de agosto del 2016 al momento de su 

intervención policial estuvo provisto de un arma de 

fuego que fue incautada conforme lo acredita el acta 

de intervención policial redactada en el anexo de 

Secocha – Distrito de Mariano Nicolas Valcárcel – 

Urasqui, asimismo, está acreditada la violencia 

ejercida a Mayra Barrenechea Huayanca quien 

manifestó que el acusado la cogió de los cabellos, 

versión corroborado con el certificado médico legal 

CLM 001414-IS de fecha 11 de agosto del 2016 y 

que el dinero sustraído de la suma de S/.1,200.00  

nuevos soles su preexistencia está acreditada con el 

movimiento de cuentas personales 0011-0225-08-

0300019130 de fecha 15 de agosto del 2016. 

 

• Carlos Paredes Villareal ingreso al bar Dora diciendo 

“tengo la última bala que me queda” según la versión 

de Teodora Ccahuata García, a quien empujo y de 

frente entro al cajero y vino con pistola, lugar donde 

fue detenido por la autoridad policial quedando 

acreditada dichos hechos con el acta de intervención 

policial redactada en el anexo de Secocha – Distrito 

de Mariano Nicolas Valcárcel – Urasqui, a las 20:30 

aprox., del día 10 de agosto del 2016, en la calle uno 

S/N ref. local Sra. Dora, Secocha – Urasqui; la cual 

la incautación del arma de fuego ha sido corroborada 

por las versiones de los efectivos policiales Alex 

Jesus Guillen Retamozo Alférez, Julio Cesar Ortiz 

Robles, Muñoz Yonsen, Luis Socuayala Orrego, 

Alfredo Ronald de la Torres Vásquez. 
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• Carlos Paredes Villareal, en el registro personal 

redactada en el Distrito de Mariano Nicolas Valcárcel 

– Urasqui, se le encontró en el bolsillo de su pantalón 

jean color azul, lado derecho 20 envoltorios de PBC 

y 04 envoltorios de marihuana, ello conforme al Acta 

de verificación, análisis y pesaje de droga.  

 

1.2.1.2 Hechos no tomados en cuenta por la Juez Penal 

• El Juzgado Penal Colegiado de la Corte Superior de 

Justicia de Arequipa, tomo en cuenta, todos los 

hechos en razón que emite una sentencia 

condenatoria, por lo que, no dejo de tomar los 

hechos alegados por el Ministerio Publico, por ende, 

desde mi punto de análisis está conforme con la 

sentencia del Juez Penal Unipersonal o Colegiado. 

1.2.2 Sentencia de la Sala Penal de la Corte Superior 

 

SENTENCIA DE VISTAN°.54-2018-SPAC-CSJAR 

Resolución N°.09  

(Camaná, siete de junio de 2018) 

 CONFIRMAMOS la sentencia apelada en el extremo 

que declara a Carlos Paredes Villareal, autor del delito de robo 

agravado en agravio de Mayra Elizabeth Barrenechea 

Huayanca, REVOCAMOS la sanción impuesta de diecisiete 

años de pena privativa de libertad, REFORMANDOLA 

imponiendo a Carlos Paredes Villareal, doce años de pena 

privativa de libertad que se computa a partir del 10 de agosto 

del 2016 y vencerá con la fecha 09 de agosto del 2018; 

FIJARON la suma de un mil soles por reparación civil que 

pagara el sentenciado Carlos Paredes Villareal a la agraviada 

Mayra Elizabeth Barrenechea Huayanca, sin perjuicio de 

devolver a la agraviada el dinero sustraído equivalente a un mil 

doscientos soles.  
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1.2.2.1 Hechos tomados en cuenta por la Sala 

Penal de la             Corte Superior 

 

• Con relación al delito de robo agravado, el acusado 

admitió que causo actos de violencia rompiendo puertas 

y que no recordaba bien por estar mareado tomando con 

sus compañeros de mina, declaraciones e instrumentos 

de los que se desprende  que el acusado fue hacia su 

habitación o dormitorio para regresar después de diez 

minutos e ingresar a otro bar llamado “Dorita”, como el 

propio acusado lo admite y se confirma con la 

intervención policial; en los demás no se ha identificado 

a las otras personas  con quien habría cometido a mano 

armada, toda vez que las actas de intervención carecen 

de medio probatorio por las razones del anterior 

considerando y en el informe técnico policial se concluye 

que el arma no presentaba fragmentos dactilares del 

acusado. 

 

• El apelante señala que no cometió los delitos que se le 

imputan, en el cual presenta a los testigos de descargo 

a Cindy Araujo, Edgar Meza y Selfa Meza, sin embargo, 

las testimoniales referidas no liberan al acusado debido 

a que una de las testigo (Cindy) alega que cuando el 

acusado llego al bar, ella se metió a su cuarto, no siendo 

testigo presencial de lo ocurrido en la habitación de la 

agraviada; mientras Edgar confirma la presencia del 

acusado en el día de los hechos, observo discutir el 

imputado con la agraviada, pero son pasajes aislados a 

la conducta del acusado,  y el tercero no es testigo 

presencial de los hechos, por ende las testimoniales no 

generan convicción siendo desestimadas las mismas. 
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• El apelante, señala que cuando se realizó el acta de 

registro personal no se le encontró dinero sustraído y 

una cuenta bancaria, por ende no acredita la 

preexistencia del dinero; además en su declaraciones 

menciona que se fue a su habitación y dormitorio por lo 

que era incoherente regresar al bar y no tener dinero; sin 

embargo la preexistencia del dinero si estaría acreditado 

debido a que el lugar donde se cometió el delito es un 

establecimiento comercial que dispone de ingresos 

económicos siendo compresible la versión  de la 

agraviada  que guardaba el dinero sustraído en la mesa 

de la noche de su dormitorio; por lo que la alegación del 

investigado debe ser desestimado.  

 

• En relación a las agravantes imputadas por el delito de 

robo agravado, no se ha logrado identificar a las otras 

dos personas que acompañaban al investigado; 

asimismo tampoco se ha probado que el delito se haya 

cometido a mano armada resultando insuficiente la sola 

acusación y fotografías del arma incautada; sin embargo 

queda subsistente la agravante de comisión en horas de 

la noche al cometerse el delito entre las siete a ocho de 

la noche conforme a las declaraciones testimoniales de 

las personas que se han mencionado. 

 

• Con relación al delito de tentativa de robo agravado no 

se ha probado que exista actos de violencia, pues carece 

de medio probatorio el acta de registro personal e 

incautación del arma de fuego, por otro lado no hubo 

declaración del cajero y se oralizo su declaración en 

juicio oral quien precisa que el día de los hechos cuando 

el acusado dijo esto es un asalto, se escapó con el 

dinero de mil soles; es decir que no fue amenazado 
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resultando insuficientes esta amenaza a razón de que el 

tipo penal exige amenaza con peligro inminente para la 

vida o integridad física de la víctima y que este supuesto 

no se ha probado en el presente caso. 

 

• No se ha probado que el delito de robo agravado haya 

sido iniciado sin consumarlo, esto es que al momento de 

la intervención policial no se le encontró dinero en su 

poder o amenazando a alguna persona que pusiera en 

peligro inminente para la vida o integridad física; 

asimismo en el acta de intervención policial el acusado 

afirma que la policía se constituyó al lugar a solicitud de 

la agraviada Mayra y al ingresar al bar Dora fue 

intervenido el acusado debido a que las personas decían 

que era un ratero; es decir fue intervenido solo por un 

rumor, mas no por encontrarse en delito flagrante. 

 

• Se concluye que no se ha probado el delito de tentativa 

de robo agravado, por lo que debe ser absuelto en 

cuanto a este delito en agravio de Teodora Ccahuata 

García de Diaz. 

 

• Con relación al delito de micro comercialización de 

drogas, se precisa que hay carencia de medios 

probatorios, puesto que no se acredita que el acusado 

haya sido poseedor de los 50 gramos de pasta básica de 

cocaína y de los 100 gramos de marihuana, por la cual 

debe ser absuelto el acusado de este delito.  

 

• Con relación a la penalidad de robo agravado que se 

juzga esta sancionado con doce a veinte años de pena 

privativa de libertad, se tiene en cuenta que no se 
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conocen circunstancias agravantes, se desconoce si 

tiene antecedentes penales o judiciales, debiendo 

presumir que es la primera vez que comete un delito, por 

lo que debe imponerse la pena en el límite inferior 

previsto en los artículos 45; 45-A y 46 del código penal. 

 

• Con relación a la reparación civil, se debe conservar el 

monto peticionada en la acusación y que fue fijada en la 

sentencia esto es del monto de mil soles.  

 
 

1.2.2.2 Hechos no tomados en cuenta por la Sala 

Penal de la   Corte Superior 

 

La Sala Mixta Descentralizada e Itinerante de Camaná 

de la Corte Superior de Justicia de Arequipa, ha tomado 

en cuenta todos los hechos que sirvieron para revocar 

la sanción del sentenciado, esto es a razón por la cual 

reforma la pena privativa de libertad de diecisiete años 

a doce años de pena privativa de libertad.  

 

1.2.3 Sentencia de la Sala Penal de la Corte Suprema 

 

CASACION N°.1175-2018-AREQUIPA 

Lima, treinta y uno de mayo del dos mil diecinueve. 

 

DECLARAR NULO el concesorio del veinte de julio de 

dos mil dieciocho e INADMISIBLE el recurso de casación 

interpuesto por Carlos Paredes Villarreal contra la sentencia de 

vista del 07 de junio de dos mil dieciocho, emitida por la Sala 

Mixta Descentralizada e Itinerante de Camaná de la Corte 

Superior de Justicia de Arequipa. CONDENARON al recurrente 

el pago de las costas por la tramitación del recurso.  
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1.2.3.1 Hechos tomados en cuenta por la Sala 

Penal de la         Corte Suprema 

• La Corte Suprema tuvo en cuenta con lo dispuesto 

en el artículo cuatrocientos veintisiete del Código 

Procesal Penal establece, donde establece que el 

recurso de casación procede contra las sentencias 

definitivas, los autos de sobreseimiento y los autos 

que pongan fin al procedimiento, extingan la acción 

penal o la pena, reserva o suspensión de la sanción, 

expedidas en apelación por las Salas Penales 

Superiores. 

 

• En el presente caso, la resolución cuestionada 

sentencia de vista que confirmo una sentencia 

condenatoria por el delito de robo agravado, está 

prevista como recurrible vía recurso de casación, se 

cumple entonces las exigencias genéricas previstas 

en el numeral uno, concordante con el inciso b del 

numeral dos, del articulo cuatrocientos veintisiete 

del Código Procesal Penal.    

 

• El casacionista invoco las casuales cuatro y cinco 

del articulo cuatrocientos veintinueve del Código 

Procesal Penal, pero no el fundamento de manera 

separada como corresponde, habida cuenta que sin 

de distintos alcances: ilogicidad en la motivación y 

apartamiento de la doctrina jurisprudencial 

establecida. 

 

• Por otro lado, no se advierte que la Sala de 

Apelaciones haya incurrido en contradicciones en la 

argumentación de la sentencia de vista, además de 
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advierte que la Sala de Apelaciones se haya 

apartado del Acuerdo Plenario N°.2-2005/CJ-116; 

más aún si el casacionista se limitó a cuestionar 

aspectos de valoración de la prueba, que no 

corresponde al recurso de casación; por tanto, el 

recurso debe ser desestimado. 

 

• La Corte Suprema precisa que la casación no solo 

carece de sustento que pueda justificarse, sino que 

el tema propuesto es muy genérico. 

 

• Respecto al tema de las costas, en el numeral dos 

del articulo quinientos cuatro del Código Procesal 

Penal establece que serán canceladas por quien 

interpuso sin éxito el recurso o se desistió de su 

prosecución.  

 

1.2.3.2 Hechos no tomados en cuenta por la Sala 

Penal de la Corte Suprema 

• Analizado la Resolución que declaro NULO el 

concesorio del 20 de julio de 2018 e INADMISIBLE 

el recurso de casación interpuesto por Carlos 

Paredes Villareal contra la sentencia de vista del 

siete de junio de dos mil dieciocho emitida por la 

Sala Mixta Descentralizada e Itinerante de Camaná 

de la Corte Superior de Justicia de Arequipa; 

podemos concluir que no se tomó en cuenta la 

afirmación del sentenciado, por cuanto la respuesta 

dada es de puro derecho sobre la forma del recurso 

extraordinario de casación interpuesto, no habiendo 

cumplido su objetivo que era anular la sentencia de 

primera instancia del Juez Penal Colegiado de la 

Corte Superior de Justicia de Arequipa.  
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2. PROBLEMAS 

 

2.1 Problema Principal o Eje 

 

¿El procesado CARLOS PAREDES VILLAREAL cometió el delito 

contra el patrimonio en la modalidad de robo agravado en agravio de 

Mayra Elizabeth Barrenechea Huayanca?  

 

2.2 Problemas Colaterales 

 

No existe problemas colaterales. 

 

2.3 Problemas Secundarios 

 

1.- ¿Hubo conducta? 

2.- ¿La conducta es típica? 

3.- ¿La conducta es antijurídica?  

4.- ¿La conducta es culpable? 

5.- ¿El procesado es autor o partícipe? 

 6.- ¿Existe concurso de delitos? 

7.- ¿El delito fue consumado? 

8.- ¿Es correcta la pena aplicada? 

9.- ¿Es adecuada la reparación civil? 

10.-¿Cuál es el primer elemento del delito y como se caracteriza? 

 

 

 

 



 
25 

 

3. ELEMENTOS JURÍDICOS NECESARIOS PARA EL ESTUDIO DEL 

CASO 

 

3.1 Normas Legales 
 
3.1.1 Constitución Política Del Perú 

 
Artículo 02°. - Derechos fundamentales de la persona – Toda 

persona tiene derecho: 

2. A la igualdad ante la le. Nadie debe ser discriminado por 

motivo de origen, raza, sexo, idioma, religión, opinión, 

condición económica o de cualquier otra índole. 

24. A la libertad y a la seguridad personal. 

En consecuencia: 

d. Nadie será procesado ni condenado por acto u omisión que 

al tiempo de cometerse no este previamente calificado en la 

ley; de manera expresa e inequívoca, como infracción punible; 

ni sancionado con pena no prevista en la ley. 

e. Toda persona es considerada inocente mientras no se haya 

declarado judicialmente su responsabilidad.   

 

Artículo 139°. – Principios de la administración de Justicia son 

principios y derechos de la función jurisdiccional:  

1. La unidad y exclusividad de la función jurisdiccional. No 

existe ni puede establecerse jurisdicción alguna independiente, 

con excepción de la militar y la arbitral. No hay proceso judicial 

por comisión o delegación.   

 

2.La independencia en el ejercicio de la función jurisdiccional. 

Ninguna autoridad puede avocarse a causas pendientes ante 

el órgano jurisdiccional ni interferir en el ejercicio de sus 

funciones. Tampoco puede dejar sin efecto resoluciones que 

han pasado en autoridad de cosa juzgada, ni cortar 

procedimientos en trámite, ni modificar sentencias ni retardar 
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su ejecución. Estas disposiciones no afectan el derecho de 

gracia ni la facultad de investigación del Congreso, cuyo 

ejercicio no debe, sin embargo, interferir en el procedimiento 

jurisdiccional ni surte efecto jurisdiccional alguno. 

 

3. La observancia del debido proceso y la tutela jurisdiccional. 

Ninguna persona puede ser desviada de la jurisdicción 

predeterminada por la ley, ni sometida a procedimiento distinto 

de los previamente establecidos, ni juzgada por órganos 

jurisdiccionales de excepción ni por comisiones especiales 

creadas al efecto, cualquiera sea su denominación.  

 

4. La publicidad en los procesos, salvo disposición contraria de 

la ley. Los procesos judiciales por responsabilidad de 

funcionarios públicos, y por los delitos cometidos por medio de 

la prensa y los que se refieren a derechos fundamentales 

garantizados por la Constitución, son siempre públicos.  

 

5. La motivación escrita de las resoluciones judiciales en todas 

las instancias, excepto los decretos de mero trámite, con 

mención expresa de la ley aplicable y de los fundamentos de 

hecho en que se sustentan. 

 

3.1.2 Código Penal 

 

Título Preliminar: 

Principio de Legalidad 

Articulo II.- Nadie será sancionado por un acto no previsto 

como delito o falta por la ley vigente al momento de su 

comisión, ni sometido a pena o medida de seguridad que no se 

encuentren establecidas en ella. 
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Principio de Lesividad 

Articulo IV.- La pena, necesariamente, precisa de la lesión o 

puesta en peligro de bienes jurídicos tutelados por la ley. 

 

Garantía Jurisdiccional 

Articulo V.- Sólo el Juez competente puede imponer penas o 

medidas de seguridad; y no puede hacerlo sino en la forma 

establecida en la ley. 

 

Responsabilidad Penal 

Articulo VII.- La pena requiere de la responsabilidad penal del 

autor. Queda proscrita toda forma de responsabilidad objetiva. 

 

Proporcionalidad de las sanciones 

Articulo VIII.- La pena no puede sobrepasar la responsabilidad 

por el hecho. Esta norma no rige en caso de reincidencia ni de 

habitualidad del agente al delito. La medida de seguridad sólo 

puede ser ordenada por intereses públicos predominantes. 

 

Fines de la Pena y Medidas de Seguridad 

Articulo IX.- La pena tiene función preventiva, protectora y 

resocializadora. Las medidas de seguridad persiguen fines de 

curación, tutela y rehabilitación 

 

PARTE GENERAL 

Artículo 16°. – En la tentativa el agente comienza la ejecución 

de un delito, que decidió cometer, sin consumarlo. 

El Juez reprimirá la tentativa disminuyendo prudencialmente la 

pena. 

 

Artículo 23°. – El que realiza por sí o por medio de otro el 

hecho punible y los que lo cometan conjuntamente serán 

reprimidos con la pena establecida para esta infracción. 
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Artículo 29°. – La pena privativa de libertad puede ser temporal 

o de cadena perpetua. En el primer caso, tendrá una duración 

mínima de dos días y una máxima de treinta y cinco años. 

 

Artículo 93°. – La reparación comprende: 

1. La restitución del bien o, si no es posible, el pago de su valor; 

2. La indemnización de los daños y perjuicios. 

 

PARTE ESPECIAL 

 

Artículo 188°. – El que se apodera ilegítimamente de un bien 

mueble total o parcialmente ajeno, para aprovecharse de él, 

sustrayéndolo del lugar en que se encuentra, empleando 

violencia contra la persona o amenazándola con un peligro 

inminente para su vida o integridad física será reprimido con 

pena privativa de libertad no menor de tres ni mayor de ocho 

años. 

 

Artículo 189°. - La pena será no menor de doce ni mayor de 

veinte años si el robo es cometido: 

1. En inmueble habitado. 

2. Durante la noche o en lugar desolado. 

3. A mano armada. 

4. Con el concurso de dos o más personas. 

5. En cualquier medio de locomoción de transporte público o 

privado de pasajeros o de carga, terminales terrestres, 

ferroviarios, lacustres y fluviales, puertos, aeropuertos, 

restaurantes y afines, establecimientos de hospedaje y lugares 

de alojamiento, áreas naturales protegidas, fuentes de agua 

mineromedicinales con fines turísticos, bienes inmuebles 

integrantes del patrimonio cultural de la Nación y museos. 

6. Fingiendo ser autoridad o servidor público o trabajador del 
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sector privado o mostrando mandamiento falso de autoridad. 

7. En agravio de menores de edad, personas con discapacidad, 

mujeres en estado de gravidez o adulto mayor. 

8. Sobre vehículo automotor, sus autopartes o accesorios. 

La pena será no menor de veinte ni mayor de treinta años si el 

robo es cometido: 

1. Cuando se cause lesiones a la integridad física o mental de 

la víctima. 

2. Con abuso de la incapacidad física o mental de la víctima o 

mediante el empleo de drogas, insumos químicos o fármacos 

contra la víctima. 

3. Colocando a la víctima o a su familia en grave situación 

económica. 

4. Sobre bienes de valor científico o que integren el patrimonio 

cultural de la Nación. 

La pena será de cadena perpetua cuando el agente actúe en 

calidad de integrante de una organización criminal, o si, como 

consecuencia del hecho, se produce la muerte de la víctima o 

se le causa lesiones graves a su integridad física o mental. 

 

Artículo 298°. - La pena será privativa de libertad no menor de 

tres ni mayor de siete años y de ciento ochenta a trescientos 

sesenta días-multa cuando: 

1. La cantidad de droga fabricada, extractada, preparada, 

comercializada o poseída por el agente no sobrepase los 

cincuenta gramos de pasta básica de cocaína y derivados 

ilícitos, veinticinco gramos de clorhidrato de cocaína, cinco 

gramos de látex de opio o un gramo de sus derivados, cien 

gramos de marihuana o diez gramos de sus derivados o dos 

gramos de éxtasis, conteniendo Metilendioxianfetamina – 

MDA, Metilendioximetanfetamina – MDMA, Metanfetamina o 

sustancias análogas. 
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2. Las materias primas o los insumos comercializados por el 

agente que no excedan de lo requerido para la elaboración de 

las cantidades de drogas señaladas en el inciso anterior. 

3. Se comercialice o distribuya pegamentos sintéticos que 

expelen gases con propiedades psicoactivas, acondicionados 

para ser destinados al consumo humano por inhalación.  

La pena será privativa de libertad no menor de seis años ni 

mayor de diez años y de trescientos sesenta a setecientos 

días-multa cuando el agente ejecute el delito en las 

circunstancias previstas en los incisos 2, 3, 4, 5 o 6 del artículo 

297 del Código Penal. 

 

3.1.3 Leyes 

 

- Ley N°.30076.- Ley que modifica el Código Penal, Código 

Procesal Penal, Código de Ejecución Penal y crea registros y 

protocolos con la finalidad de combatir la inseguridad 

ciudadana. 

 

-  Ley N°.27472.- Ley que deroga los Decretos Legislativos, 

que elevan las penas y restringen los derechos procesales en 

los casos de delios agravados. 

 

- Decreto Legislativo N°.824.- Ley de Lucha Contra el tráfico 

ilícito de drogas. 

 

- Ley N°.30336.- Ley que delega en el Poder Ejecutivo la 

facultad de legislar en materia de seguridad ciudadana, 

fortalecer la lucha contra la delincuencia y el crimen 

organizado. 
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3.2 Doctrina 

 

3.2.1 Doctrina Parte General del Código Penal  

 

1. Derecho Penal 

Es el conjunto de normas jurídicas otorgadas por el Estado, que 

definen determinadas conductas como delitos y faltas y 

disponen la imposición de penas o medidas de seguridad a 

quienes los cometan. El derecho penal es el conjunto de 

normas jurídicas mediante las cuales el Estado prohíbe 

determinadas acciones u omisiones bajo la amenaza de una 

sanción penal. 

 

2. Derecho Penal como medio de control social 

La misión del derecho es proteger la convivencia humana de 

forma pacífica en sociedad, a la vez esta tiene como fin lograr 

el desarrollo colectivo, el bienestar común; sin embargo, no 

todas las relaciones que se dan en su interior son pacíficas, por 

lo que se necesita cierto tipo de regulación. El derecho penal 

aparece como medio de control social más drástico, al cual se 

debe recurrir en última instancia cuando los demás medios de 

control hayan fracasado.  

 

3. Norma Jurídica Penal 

Toda norma jurídica tiene un supuesto de hecho y una 

consecuencia jurídica, en las normas jurídicos penales el 

supuesto de hecho viene a ser el delito - comportamiento 

descrito en el tipo penal - y la consecuencia jurídica viene a ser 

la pena o medida de seguridad. Se caracterizan por plantear la 

defensa de los valores más importantes que posee la sociedad 

utilizando para ello el poder punitivo del Estado, la pena.  
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Además, cuando una norma penal no cumple con la estructura 

definida: supuesto de hecho (claramente definido) y 

consecuencia jurídica (pena), se presentan tres supuestos, 

siendo los siguientes: 

 

Leyes penales incompletas. - Solo tienen sentido como 

complemento o aclaración del supuesto de hecho o de la 

consecuencia jurídica de una norma. Por ejemplo; artículo 20 

del Código Penal. "Está exento de responsabilidad penal el 

menor de dieciocho años", artículo 107: "el que mata a su 

ascendiente… será reprimido con pena privativa de libertad no 

menor de quince". Pueden ser: aclaratorias (para determinar de 

forma más concreta y exacta el supuesto de hecho o la 

consecuencia jurídica, por ej. 425 del CP que define quienes 

son funcionarios públicos), restrictivas (limitan el alcance de la 

ley penal: por ej. Legítima defensa) y remisivas (se recurre a 

otra norma jurídica dentro del mismo ordenamiento penal). A 

través de esta técnica ha sido posible desarrollar la parte 

general del Código Penal, ganando agilidad, simplificando y 

economizando la actividad legislativa. 

 

Leyes penales. - Son aquellas cuyo supuesto de hecho se 

configura por remisión a una ley de carácter extrapenal, es 

decir a una disposición no penal para determinar con precisión 

los alcances de la ley penal. Permite abarcar un amplio número 

de supuestos que por su naturaleza flexible, compleja y 

variable no pueden ser regulados de forma precisa en el 

Código Penal, por ej. Art. 304 Contaminación del medio 

ambiente. La crítica reside en que el supuesto de hecho debe 

estar definido en forma clara y precisa en el Código Penal, de 

modo que una norma de menor jerarquía - no competente para 

crear delitos - asuma ese rol, pues de lo contrario se estaría 

atentando con el principio de legalidad.  
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Sin embargo, cabe anotar, que la materia prohibida por lo 

menos debe estar fijada en su núcleo esencial por la ley penal 

en blanco y que la disposición de rango inferior sólo la 

complemente estableciendo límites y las circunstancias. 

 

Tipos penales abiertos. - El tipo abierto surge cuando sólo 

parte del tipo está legalmente descrito y para el resto es 

necesario su complementación por parte del juez, es decir, 

estos tipos requieren de su complementación a través de la 

jurisprudencia. Por ejemplo, delitos culposos, en los que el juez 

define cuando se ha vulnerado el deber objetivo de cuidado, 

etc. Ningún tipo puede calificarse como cerrado pues siempre 

requieren de una labor de interpretación por parte del juez. 

 

4. Concepto de delito 

El artículo 11º del Código Penal establece "Son delitos y faltas 

las acciones u omisiones, dolosas o culposas penadas por la 

ley", en ese entender, las características del delito: tiene que 

ser una acción u omisión dolosa o culposa y que dicha 

conducta debe ser penada por ley. 

 

5. Aplicación de la ley penal 

Conforme al artículo 6º del Código Penal, "La Ley Penal 

aplicable es la vigente en el momento de la comisión del hecho 

punible. No obstante, se aplicará la más favorable al reo, en 

caso de conflicto en el tiempo de leyes penales. Si durante la 

ejecución de la sanción se dictare una ley más favorable al 

condenado, el Juez sustituirá la sanción impuesta por la que 

corresponda, conforme a la nueva ley." Por otro lado, para 

determinar el momento de la comisión del hecho punible, según 

el artículo 9º del Código Penal, "El momento de la comisión de 

un delito es aquél en el cual el autor ha omitido la obligación de 

actuar, independientemente del momento en que se produzca." 
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6. Principios reguladores del control penal  

Los principios procuran consolidar el respeto de la dignidad 

humana de la persona en sociedad; además, siguiendo con lo 

establecido por el artículo 43° de la Constitución como Estado 

de Derecho, impone el sometimiento de la potestad punitiva 

dando lugar a los límites derivados del principio de legalidad, 

como Estado Social, legitima la función de prevención en la 

medida que sean necesario para la protección de la sociedad, 

también el principio de intervención mínima, y que como Estado 

Democrático, está al servicio de todos los ciudadanos. 

 

7. Principios del poder penal 

Tiene su fundamento en la frase "Nullum crimen, nullum poena 

sine lege", No hay crimen, no hay pena sin ley. Solo se 

considera como delito el hecho y sólo se puede aplicar una 

sanción penal si esta previamente establecido en la ley. 

 

8. Desvalor de la acción 

Es la valoración negativa que efectúa la sociedad respecto de 

una conducta, la cual se plasma en una norma legal (forma y 

modo como se ejecuta). Desde un punto de vista valorativo la 

Tipicidad es el ámbito del desvalor del acto. 

 

9. Desvalor del resultado 

Es la lesión o puesta en peligro de un bien jurídico, si no se 

realiza no podrá ser castigado, es el contenido de la 

antijuricidad. 

 

10. Aplicación de la ley penal 

Conforme al artículo 6º del Código Penal, "La Ley Penal 

aplicable es la vigente en el momento de la comisión del hecho 

punible. No obstante, se aplicará la más favorable al reo, en 

caso de conflicto en el tiempo de leyes penales. Si durante la 
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ejecución de la sanción se dictare una ley más favorable al 

condenado, el Juez sustituirá la sanción impuesta por la que 

corresponda, conforme a la nueva ley." Para determinar el 

momento de la comisión del hecho punible, según el artículo 9º 

del CP, "El momento de la comisión de un delito es aquél en el 

cual el autor o partícipe ha actuado u omitido la obligación de 

actuar, independientemente del momento en que el resultado 

se produzca." 

 

11. Ausencia de Acción 

Se denomina así cuando se anula la voluntad. 

Fuerza física irresistible (artículo 20º inciso 6 del Código Penal); 

es aquel estimulo externo, extraño al agente, que le genera un 

movimiento involuntario, puede provenir de la naturaleza o de 

un tercero, trayendo como consecuencia que una persona 

actúe sin capacidad de control sobre sí mismo, la fuerza debe 

ser absoluta, es decir, no debe existir la posibilidad de actuar 

de otra forma. Ej. En caso de un terremoto, y una persona a 

consecuencia del movimiento cae sobre otra ocasionándole la 

muerte (inacción) o cuando A empuja a B quien pierde el 

equilibrio y empuja a C, haciendo que este caiga al fondo de un 

precipicio, B no responde, pero si A. 

Movimientos reflejos.- no están considerados de forma 

expresa en el Código penal, pero estos actos no están 

controlados por la voluntad, ejemplo, movimientos instintivos 

de defensa, paralizaciones momentáneas por impresión física, 

etc. (se debe diferenciar de las acciones pasionales y de corto 

circuito, situaciones en las que si hay acción, toda vez que en 

ellas si hay la voluntad, pero ocurre a una velocidad tal, que 

para el sujeto actuante no existe la posibilidad de poner en 

movimiento una reacción que impida incurrir en aquella acción; 

existe la posibilidad de actuar de otra manera). 
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3.2.2 Doctrina Parte Especial del Código Penal  

 

1. “El delito de robo es aquella conducta por la cual el agente 

se apodera, mediante violencia o amenaza, de un bien mueble 

ajeno, total o parcialmente, privando al titular del bien jurídico 

del ejercicio de sus derechos de custodia o posesión, 

asumiendo de hecho la posibilidad objetiva de realizar actos de 

disposición, constituyendo sus circunstancias agravantes, 

aquellas situaciones debidamente tipificadas en el artículo 

ciento ochenta y nueve del Código Penal que, aunado, a la 

afectación de bienes de tan heterogénea naturaleza, como son 

la libertad, la integridad física, la vida y el patrimonio, lo 

convierten en un delito de evidente complejidad” (REATEGUI, 

2014) “Derecho Penal, Parte Especial, pg. 328”. 

 

2. “La tipicidad, es la es la adecuación de la acción cometida a 

la descripción que de tal acción se hace en la norma penal; 

pues de no suceder aquello, la conducta, hecho o acción 

carecería de relevancia penal y por tanto no merecería sanción. 

Asimismo, la teoría del tipo penal es consecuente un 

instrumento para la identificación del comportamiento 

prohibido, es decir que para la correcta identificación es 

necesario que la norma sea lo mas precisa, clara posible a fin 

de evitar ambigüedades u oscuridades que entorpezcan el 

ejercicio racional y justo poder punitivo del Estado”. 

(BACIGALUPO, 2010) “Manual de Derecho Pena, Parte 

General, pg. 80”. 

 

3. “El sujeto activo en el delito como obra humana siempre tiene 

un autor, aquél que precisamente realiza la acción prohibida u 

omite la acción esperada. Normalmente en el tipo se alude a 

dicho sujeto con expresiones impersonales como «el que» o 

«quien». En estos casos, sujeto activo del delito puede ser 
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cualquiera (delitos comunes), al margen de que después pueda 

o no ser responsable del delito en cuestión dependiendo de que 

se dé o no una causa de justificación y de que tenga o no las 

facultades psíquicas mínimas necesarias para la culpabilidad; 

en tal sentido el sujeto activo puede ser cualquier persona 

natural y que puede recaer la condición de autor y que este no 

debe ser propietario el bien objeto del delito”. (MUÑOZ, 2010) 

“Derecho Penal, Parte Especial, pg. 259”. 

 

4. “El delito de robo a mano armada se configura cuando el 

agente porta y hace uso de un arma y se apodera de modo 

ilegitimo de un bien inmueble o económico de la víctima. 

Además, la agravante se fundamenta en el notorio desvalor de 

la acción; es decir supone el reforzar la acción instrumental de 

la violencia o amenaza con elementos físicos contundentes que 

facilitan la realización del delito, y que por ende pone en riesgo 

la vida e integridad física, mental de la víctima, asegurando de 

gran modo la impunidad inmediata del sujeto activo, que por la 

actitud del sujeto activo revela su peligrosidad y pone de 

manifiesto un enfático desprecio por los riesgos y efectos 

previsibles de su comportamiento con la víctima”. (SALINAS 

2010) “Delitos contra el patrimonio”, pg. 155”. 

 

5. “El efecto intimdante del arma es calificado como un 

elemento cualificante que tiene aun mayor peligrosidad y causa 

una eventual lesion de otros intereses distintos al patrimonio; 

ademas, existen dos razones que se conjugan para intensificar 

la pena  siendo el poder intimidante del arma y el segundo el 

peligro real que constituye para el agraviado la sola utilizacion 

del arma por el agente”.  (VILCAPOMA, 2003) “La calificacion 

del delito de robo agravado,  pg. 76”. 
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6. “El uso de armas o medios peligrosos el solo hecho de 

exhibirlas se tiene a entender en la idea de intimidacion, 

asimismo, la cualificacion se produce cuando las armas o 

medios son efectivamente utilizados ya sea disparando, 

agrediendo, golpeando y con independencia de la pena 

imponible por la agresion ejecutada o intentadas, siendo el 

medio empleado un robo de manera violenta” (QUINTERO, 

2004) “Comentarios a la parte especial del Derecho, pg. 

611” 

 

7. “La destreza presupone una actividad disimulada que no 

permite al sujeto pasivo percatarse de la intencion del ladron, 

caso contrario este podria oponer resistencia en defensa de los 

bienes que trae consigo. Por otro lado, la agravante de la 

desreza radica en el aprovechamiento que hace el agente de 

circunstancias de pericia, maña o arte para vulnerar la normal 

vigilancia del sujeto pasivo que tiene sobre sus bienes; es decir 

el agente debe actuar con especial habilidad para lograr su 

objetivo y si se llega a determinar qye el agente actuo con 

aparente destreza pero en realizad no era consciente de la 

situacion, la agravante no se presenta” (PEÑA, 2010) “Tratado 

de Derecho Penal, Parte Especial, pg. 70”. 

 

8. “El concepto de arma de fuego admite tres categorias siendo 

las siguientes: a) Armas en sentido amplio que es todo aquel 

instrumento que intensifica la potencia agresiva del agente y 

consecuentemente el riesgo para otros bienes jurídicos; b) Armas en 

sentido restringido son aquellos instrumentos que han sido 

elaborados con la finalidad de incrementar la potencia agresora del 

agente y c) Armas aparentes que son instrumentos que 

objetivamente no incrementan la peligrosidad del comportamiento 

del agente de cara a la lesión de los otros bienes jurídicos” (DONNA, 

2001) “Delitos contra el Patrimonio, pg. 161” 
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9. “La teoria del delito contine elementos claros y precisamente 

definidos, aplicables a cualquier hecho punible, ademas permite 

ofrecer a los tribunales los criterios validos para los supuestos 

que se presenten y permite, por tanto garantizar predictibilidad 

en las resoluciones que se emitan. Es decir, es indispensable 

que su estructura contenga elementos claros y precisamente 

definidos, para asegurar el estricto respeto a los principios 

rectores del Derecho Penal”. (VILLACENCIO, 2006) “Derecho 

Penal, Parte General, pg. 225” 

 

10. “La violencia ejercida en el delito de robo agravado alcanza 

hasta cinco niveles, siendo los siguientes el primer nivel: actos 

de fuerza, vía de hecho, empujones, empellones, bofetadas, 

caídas, forcejeos, tirones, maltratos que no producen 

resultados lesivos técnicamente expresables (rasguños, 

excoriaciones, signos menores físicos o mentales de dicha 

violencia), normativamente configuran el mínimo de violencia 

con relevancia penal a título de faltas contra la persona; el 

segundo nivel: actos de violencia que muestran resultados 

materiales médicamente verificables a nivel físico o mental y 

que requieran, según la legislación penal peruana, hasta 10 

días de asistencia o descanso médico; estamos aquí ante las 

lesiones levísimas, sea cual sea su etiología causal (cortantes, 

punzocortantes, contusa, térmicas, por efectos químicos, 

compresiones, daños mentales, etc.); el tercer nivel: actos de 

violencia que generan lesiones delictivas (de 10 a 30 días de 

asistencia o descanso médico: luxaciones, fracturas leves, 

heridas, esguinces, desgarros musculares, diversidad de 

traumatismos, quemaduras de segundo grado, daños 

mentales, etc.), el cuarto nivel: actos de violencia que producen 

lesiones graves: mutilaciones de miembros u órganos, 

desfiguraciones graves o permanentes, fracturas, incapacidad 

para el trabajo, invalidez o anomalía síquica, y en general 
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daños físicos o mentales que requieran más de 30 días de 

asistencia o descanso de la víctima (laceraciones, fracturas, 

heridas contusas y punzocortantes profundas, quemaduras de 

tercer grado, etc.) y el quinto nivel muerte de la víctima”. 

(ROJAS, 2013) “Derecho Penal, estudios fundamentales de 

la parte general y especial, pg. 300”. 

 

3.3 Jurisprudencia 

 

1. Robo agravado: alcances y significado de la agravante “a 

mano armada” 

(Acuerdo Plenario 5-2015/CIJ-116, Lima 02 de octubre del 2015, 

Corte Suprema de Justicia de la Republica IX Pleno 

Jurisdiccional de las Salas Penales Permanente y Transitoria) 

Sumilla: El significado del “arma” es amplio, pues basta para ello que 

cumpla la finalidad de potenciar la capacidad de ataque o defensa de 

quien la utiliza; a lo que se agrega el concepto de alevosía, que, 

expresada en el empleo de armas, se funda en la ventaja derivada de 

los efectos del temor, situación con la que cuenta el asaltante para 

lograr su objetivo ilícito que como es claro tiene una expectativa 

fundamentalmente patrimonial.  

Cuando el agente ejecuta la sustracción amenazando con un 

elemento que en apariencia es un arma (sea o no de fuego), obra para 

asegurar el resultado planificado, intentando eludir los riesgos de una 

reacción defensiva de la persona atacada; se coloca en condición de 

superioridad ante la indefensión del sujeto pasivo. 

 El agente se prepara y cuenta con los efectos del temor de distinta 

intensidad que generará según la víctima (elemento subjetivo de 

tendencia distinto al dolo); es claro que no habrá un trauma psíquico 

en todos los casos, pero el temor al daño se hallará presente siempre. 
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2. Hacer el ademan, pero no sacar a relucir el arma de fuego, 

¿Constituye delito de robo agravado a mano armada? 

(Recurso de Nulidad N°.465-2021, Lima Norte, 20 de julio del 2021, 

Corte Suprema de Justicia de la Republica Sala Penal 

Permanente) 

Sumila: La pena impuesta deberá ser elevada. La sentencia no fue 

emitida bajo los alcances del Acuerdo Plenario N°. 5-2008/CJ-116, la 

violencia ejercida contra la agraviada, el despojo de sus pertenencias 

y el concurso de dos personas ubican la pena en el tercio inferior y la 

ejecución del delito quedó en tentativa, por lo que la pena impuesta 

no resulta proporcional a las circunstancias del hecho, habiendo sido 

impuesta sin la apropiada observancia del principio de legalidad. Por 

lo tanto, debe elevarse. 

 

3. Robo durante la noche: no es trascendental determinar la hora 

en que ocurrieron los hechos. 

(Recurso de Nulidad N°.1081-2021, Lima Este, 18 de octubre del 

2021, Corte Suprema de Justicia de la Republica Sala Penal 

Permanente) 

Sumilla: Suficiencia probatoria para condenar. La actuación 

probatoria desplegada permitió establecer la materialidad del delito y 

la responsabilidad del agente penal, la sentencia desarrolló de 

manera debida los fundamentos fácticos y jurídicos que permiten 

sustentar la condena penal impuesta, fundamentos que revisten 

entidad suficiente para enervar la presunción constitucional de 

inocencia que ostenta. 

 

4.  Robo agravada: es clave la declaración del agraviado si de ello 

depende la identificación del agente. 

(Recurso de Nulidad N°.1689-2019, Lima, 07 de junio del 2021, 

Corte Suprema de Justicia de la Republica Sala Penal Transitoria) 

Sumilla: La única prueba en contra del encausado, se basa en la 

declaración de la víctima, la misma que no cubre los estándares de 

https://lpderecho.pe/alcances-conclusion-anticipada-acuerdo-plenario-5-2008-cj-116/
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solidez y corroboración periférica que brinden verosimilitud a su 

incriminación, conforme con lo establecido en el Acuerdo Plenario 

N°.2-2005/CJ-116, parámetro jurisprudencial reiterado por esta Alta 

Corte. Tampoco, existen datos objetivos o fuentes de prueba 

incorporadas legítimamente al proceso, que corroboren la sindicación 

de la citada testigo, y de las que se obtenga la participación del 

acusado con el hecho que se le atribuye. Por otro lado, en el delito de 

robo agravado resulta clave la declaración del agraviado, por cuanto 

de ello dependerá la identificación del sujeto activo del ilícito, y sobre 

todo, la descripción de la forma y circunstancias en las que se habrían 

producido los hechos en su agravio, salvo que existan testigos 

presenciales u otra evidencia tecnológica (cámaras, videos u otras 

grabaciones) que perennicen los hechos. 

 

5. ¿Cuáles son las circunstancias agravantes comunes del delito 

de robo?  

(Recurso de Nulidad N°.1217-2019, Lima Este, 24 de junio del 

2021, Corte Suprema de Justicia de la Republica Sala Penal 

Transitoria) 

        Sumilla: La actividad probatoria es suficiente cuando las pruebas 

están referidas al hecho criminal que se le imputó al encausado, las 

que deben ser incriminatorias. La impugnación del Ministerio Público 

habilita a aumentar la pena, la misma que debe guardar proporción 

con la responsabilidad y gravedad del hecho punible cometido. 

 

6. Robo a mano armada: Basta la utilización de un objeto que se 

asemeja a un arma de fuego. 

(Recurso de nulidad N°.852-2021, Lima Sur, 07 de septiembre del 

2021, Corte Suprema de Justicia de la Republica Sala Penal 

Permanente) 

Sumilla: La versión incriminatoria del agraviado tiene sustento, 

primero, en la declaración del policía interviniente y la diligencia de 

reconocimiento personal; segundo, en el hecho de que en la mochila 
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de la encausada se encontró el remedo de arma de fuego respectiva; 

y, tercero, en el hecho de que los imputados fueron capturados en 

flagrancia delictiva, más aún si su versión resulta inverosímil, incluso 

señala que fueron los que estaban en la mototaxi que ayudó al 

agraviado los que robaron a la encausada, relato que no tiene el 

menor apoyo probatorio. De otro lado, ya se ha determinado 

jurisprudencialmente que para estimar que se trató de un robo a mano 

armada basta la utilización de un objeto que asemeje a un arma de 

fuego para ocasionar mayor temor a la víctima y restarle oposición a 

la sustracción. Es irrelevante que se constate que se trate de un arma 

de fuego real y que esté operativa. Las pruebas de cargo son sólidas, 

lícitas, compatibles entre sí y suficientes para enervar la presunción 

constitucional de inocencia. Por consiguiente, la sentencia 

condenatoria, centrada en el juicio histórico, es fundada. El recurso 

defensivo no puede prosperar. 

 

7. Robo: no es necesario acreditar la existencia de lesión en la 

victima si se comprueba el forcejeo. 

(Recurso de Nulidad N°.2059-2019, Lima, 27 de abril del 2021, 

Corte Suprema de Justicia de la Republica Sala Penal Transitoria) 

Sumilla: No haber nulidad en sentencia condenatoria. La prueba de 

cargo es solvente y enerva el derecho de inocencia que le asistía al 

acusado. En cuanto a la pena, debió ser mayor, no obstante, al no 

operar la reforma en peor debido a que solo impugnó el acusado, se 

mantiene. 

 

8. Robo agravado: agravante de dos o mas personas, aplica solo 

a coautores y no a cómplices. 

(Casación N°.1150-2019, Ica, 24 de febrero del 2022, Corte 

Suprema de Justicia de la Republica Sala Penal Permanente) 

Sumilla: La agravante del delito de robo agravado con el concurso de 

dos o más personas. 
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9. Robo: Control de razonabilidad en la acreditación de la 

preexistencia del bien sustraído 

(Recurso de Nulidad N°.323-2019, Callao, 11 de marzo del 2020, 

Corte Suprema de Justicia de la Republica Sala Penal Transitoria) 

Sumilla: Insuficiencia probatoria en el delito de robo con 

agravantes. Del análisis realizado por esta instancia, existe 

insuficiencia probatoria al no presentarse elementos probatorios que 

permitan determinar, de manera concluyente, la comisión del delito de 

robo con agravantes por parte de los procesados, en los términos de 

la acusación del Ministerio Público; ello debido a que no se cuenta, al 

menos, con corroboraciones periféricas respecto a la preexistencia de 

los bienes presuntamente sustraídos; y que la declaración del 

agraviado a nivel policial (donde sindica a los dos imputados) no 

cumple con las garantías de certeza establecidas en el Acuerdo 

Plenario N° 2-2005/CJ-116. 

 

10. Robo agravado: en estos casos la casación es fundada 

(Casación N°.1884-2018, Arequipa. 23 de agosto del 2021, Corte 

Suprema de Justicia de la Republica Sala Penal Transitoria) 

Sumilla: Casaron la sentencia de apelación. Cuando una sentencia 

de apelación vulnera los principios de legalidad, acusatorio y 

congruencia procesal; así como adolece de defectos de motivación, 

la casación es fundada. 

 

11. Concurso aparente entre robo agravado y tenencia ilegal de 

armas 

(Recurso de Nulidad N°.3852-2013, Lima, 17 de julio del 2014, 

Corte Suprema de Justicia Sala Penal Transitoria) 

Sumilla: El uso de arma como circunstancia agravante del delito de 

robo. No es posible condenar en el caso de auto por delito de tenencia 

ilegal de armas por cuando su utilización constituye la base de la 

circunstancia específica del robo agravado objeto de condena. 

 

https://lpderecho.pe/requisitos-sindicacion-coacusado-testigo-agraviado-acuerdo-plenario-2-2005-cj-116/
https://lpderecho.pe/requisitos-sindicacion-coacusado-testigo-agraviado-acuerdo-plenario-2-2005-cj-116/
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4. DISCUSIÓN 

 

Es la parte central del trabajo de suficiencia profesional, y haciendo 

un análisis del presente caso estudiado en las diferentes etapas del proceso 

como son: acusación, auto de enjuiciamiento, sentencia de primera y 

segunda instancia y recurso de casación, todo ello desarrollado en el delito 

contra el patrimonio en la modalidad de robo agravado tipificado en el 

artículo 188° concordado con el artículo 189° inciso 2; 3; 4 primer párrafo 

del Código Penal en agravio de Mayra Elizabeth Barrenechea Huayanca.  

 

Asimismo, haciendo un contraste con las bases de conocimientos 

basados en doctrina, jurisprudencia y normas jurídicas se puede concluir 

que no se ha podido evidenciar algún aporte para el desarrollo de la ciencia 

del derecho material, toda vez que la discusión principal es la vinculación 

del imputado con los hechos incriminados, es decir establecer su 

responsabilidad penal, aplicación de la pena y determinar la reparación civil. 

 

Es por ello, que en la presente la discusión no implico mayor 

desarrollo doctrinal, ni jurisprudencial; debido a que el delito contra el 

patrimonio está tipificado en la norma legal que describe dicha conducta; no 

obstante, dentro del estudio abarcado en primera instancia se determinó la 

comisión en calidad de autor del delito de tentativa de robo agravado y micro 

comercialización de drogas. 

 

Sin embargo, de acuerdo a la valorización de los medios de prueba 

actuados se determina que el delito de robo agravado en grado de tentativa 

el imputado debía ser absuelto pues el delito no se llegó a consumar, y que 

no hubo amenaza física a persona alguna; ahora en cuanto al delito de 

micro comercialización de drogas existió una carencia de medios 

probatorios y estos no acreditaron de manera fehaciente que el imputado 

haya sido poseedor de pasta básica de cocaína y de marihuana y que por 

ende debía ser absuelto.  
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Por lo que, caso la discusión en general de la comisión del delito de 

robo agravado si se acredita con los diferentes medios de prueba de 

documentales, testimoniales, operando desde ya la responsabilidad penal, 

y más aún el lugar de los hechos tuvo como escenario un establecimiento 

comercial, lugar que dispone de ingresos económicos, y que para la 

realización del hecho delictivo se empleó violencia física, amenazas y 

apropiación patrimonial de dinero.  

 

5. CONCLUSIONES 

i. Siguiendo los lineamientos del presente trabajo de suficiencia 

profesional y respondiendo a la pregunta del eje principal que 

fue: ¿El procesado Carlos Paredes Villareal cometió el delito 

contra el patrimonio en la modalidad de robo agravado en 

agravio de Mayra Elizabeth Barrenechea Huayanca?  

 

Que, se llega a la conclusión en el juicio oral amparándose en los 

principios de oralidad, publicidad y contradicción, debate probatorio, la 

sindicación de parte de la víctima y las declaraciones testimoniales de 

testigos, pruebas documentales, los cuales fueron suficientes para 

acreditar la realización del hecho atribuido. 

 

Es más, la sindicación de la agraviada, es una prueba fundamental que 

hace posible destruir, desvirtuar la presunción de inocencia, siempre y 

cuando dicha declaración cumpla con determinados requisitos, los 

cuales se encuentran establecidos en el Acuerdo Plenario 02-2005; por 

otro lado, tenemos las agravantes que se emplearon en la comisión del 

hecho delictivo como son durante la noche, a mano armada. 

 

Por lo que, se concluye, que el procesado si cometió el delito materia 

de juicio, encontrándosele culpable en la condición de autor del delito 

contra el patrimonio en la modalidad de robo agravado en agravio de 

Mayra Elizabeth Barrenechea Huayanca imponiéndosele la pena de 

doce (12) años de pena privativa de libertad efectiva. 
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ii. Opinión en cuanto a la sentencia del Juez Penal 

Unipersonal o Colegiado. 

 

Que, sobre la sentencia de primera instancia recaída en el presente 

proceso penal, mi opinión personal, es que, no estoy de acuerdo con el 

fallo de primera instancia, a razón de la atribución de los delitos de robo 

agravado en grado de tentativa y micro comercialización de drogas al 

imputado.  

 

Pues si bien es cierto, estoy de acuerdo con la sindicación de autor del 

delito de robo agravado, pues existe evidencia, medios probatorios que 

acreditan la realización del delito; pero, en cuanto a los otros delitos 

atribuidos no sindicaban de manera directa al investigado pues en las 

testimoniales adjuntadas se evidencia contradicciones, además en el 

delito de robo agravado en grado de tentativa no se llegó a consumar, 

ni hubo un aprovechamiento de dinero  y en cuanto a la micro 

comercialización de drogas no existe medios de prueba que acrediten 

que el imputado era poseedor de las sustancias ilícitas.  

 

Asimismo, como mencione en los párrafos precedentes si existe valor 

probatorio para la comisión del delito de robo agravado, pues tenemos 

la sindicación de manera directa de la agraviada Mayra Barrenechea 

Huayanca, y queda corroborada con las pruebas testimoniales, pruebas 

documentales como acta de intervención policial, acta de incautación 

de arma de fuego, movimiento de cuentas personales, certificado 

médico legal N°.001414-IS que concluye: lesiones ocasionadas por 

agente contuso. 

 

Por lo que, la sentencia emitida debió ser en base a la comisión del 

delito de robo agravado tipificado en el artículo 188° concordado con el 

artículo 189° inciso 2; 3; 4 primer párrafo del Código Penal en agravio 

de Mayra Elizabeth Barrenechea Huayanca.  
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iii. Opinión en cuanto a la sentencia de la Corte Superior 

 

Que, contra la mencionada sentencia, el sentenciado Carlos Paredes 

Villareal interpuso recurso de apelación de fecha 16 de febrero del año 

2017 señalando en su pretensión impugnada la revocatoria y reformarla 

a una sentencia absolutoria; tal es así, que dicha impugnación fue 

concedida con la Resolución N°.05-2018 de fecha veinte de febrero del 

año 2018. 

 

Que, siguiendo con lo expuesto la sentencia de segunda instancia 

recaída en el presente proceso mi opinión es que si estoy de acuerdo 

con la sentencia de vista que revoca la sentencia de primera instancia 

y confirma la sentencia apelada en el extremo que declara como autor 

del delito de robo agravado y condena a 17 años de pena privativa de 

libertad carácter efectiva. 

 

Por lo que, muestro mi conformidad que se haya absuelto de los delitos 

de tentativa de robo agravado y micro comercialización de drogas, pues 

existía deficiencia probatoria, caso contario a la comisión del delito de 

robo agravado pues se determinó circunstancias agravantes en agravio 

de Mayra Barrenechea Huayanca y que culminó con la imposición de 

12 años de pena privativa de libertad efectiva.  

 

iv. Opinión en cuanto a la sentencia de la Corte Suprema 

 

Que, sobre la sentencia de casación mi opinión es que, si estoy de 

acuerdo con la sentencia casatorio, ello debido a que la Corte Suprema 

declara nulo el concesorio del veinte de julio del dos mil dieciocho e 

inadmisible el recurso de casación interpuesto por la defensa técnica 

del investigado. 
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En el presente recurso de casación si bien es cierto la defensa técnica 

del imputado invoco las causales cuatro y cinco del artículo 429° del 

Código Procesal Penal que manifiesta si las sentencias fueron 

expedidas por falta de motivación o si la sentencia se aparta de la 

doctrina jurisprudencial, estos no fueron debidamente sustentadas de 

manera independiente pues ambas son distintos alcances normativos. 

 

Por otro lado, estoy de acuerdo cuando la Corte Suprema señala que 

persiste en que el recurso de casación no da lugar a una tercera 

instancia, pues la pluralidad se agota con la decisión de la Sala de 

Apelaciones, y que son los tribunales de mérito los que conocen los 

aspectos de hecho y derecho; mientras que en sede casatorio solo se 

pueden conocer cuestiones exclusivamente de derecho, lo cual se 

realiza por ende, a partir de los hechos previamente probados por el 

juzgado y la Sala de Apelaciones. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

3 Doctrina, Jurisprudencia y Normas Legales 
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B. HECHOS DE FORMA 

1. IDENTIFICACIÓN DE HECHOS RELEVANTES 

1.1. Investigación Preliminar 

En el presente caso no se han presentado hechos ilegales o atípicos.  

 

1.2. Etapa de la Investigación Preparatoria 

En el presente caso no se han presentado hechos ilegales o atípicos.  

 

1.3. Etapa Intermedia 

          En el presente caso dentro del plazo que la ley establece el 

Ministerio Publico cumplió con las imputaciones necesarias; asimismo 

en la etapa intermedia se cumplió con el control de acusación, 

saneamiento procesal y que posteriormente se dictó el auto de 

enjuiciamiento, admitiéndose los medios probatorios ofrecidos por las 

partes. 

 

1.4. Etapa de Juzgamiento 

En el presente proceso precisamente en la etapa de 

juzgamiento establece la fase de preparación y realización del juicio 

oral, la misma que culmina con la sentencia. Haciendo un análisis del 

expediente si cumplió con las fases de dicha etapa, es decir haciendo 

una descripción de las etapas, siendo la etapa inicial realizadas por el 

Ministerio Publico y el abogado defensor quienes formulan sus 

alegatos de inicio respectivamente, asimismo la fase probatoria donde 

se actuaron los medios probatorios admitidos por las partes, donde 

asumen sus posiciones contrarias y debaten sus medios de pruebas 

presentados, además de la presentación de sus alegatos finales y por 

último la fase final donde se emitió la sentencia condenatoria, todo ello 

bajo la vigencia de los principio de oralidad, publicidad, contradicción, 

concentración, de continuidad del juzgamiento, concentración de los 

actos de juicio e identidad física del juzgador y sobre todo la presencia 

obligatoria del imputado y su defensa técnica.  
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1.5. Etapa de Impugnación 

El recurso impugnatorio de apelación interpuesto por la 

defensa técnica del procesado al no estar de acuerdo ante la decisión 

del Juzgado Penal Colegiado, el cual fue concedido y tramitado de 

acuerdo a su naturaleza por la Sala de Apelaciones, siendo que 

confirmó la sentencia. 

 

De la misma manera, el recurso de casación interpuesto por la 

defensa técnica del procesado ante el Tribunal Supremo quien solicita 

la impugnación contra la sentencia de la Sala Penal de Apelaciones 

de la Corte Superior de Justicia de Arequipa, en donde se declaró nulo 

e inadmisible el recurso de casación porque no da lugar a una tercera 

instancia, pues la pluralidad se agota con la decisión de la Sala de 

Apelaciones. Son los tribunales de mérito los que conocen los 

aspectos de hecho y de derecho, mientras que en sede casatorio solo 

se pueden conocer cuestiones exclusivamente de derecho, lo cual se 

realiza a partir de los hechos previamente probados por el Juzgado y 

la Sala de Apelaciones. Siendo rechazado el recurso presentado, 

dejándose sin efecto la sentencia de vista del siete de junio del año 

dos mil dieciocho, la cual declararon nulo e inadmisible el recurso de 

casación.  

 

2. PROBLEMAS 

 

2.1. Problema Principal o Eje 

¿El proceso instaurado contra el procesado Carlos Paredes 

Villareal, se desarrolló conforme a las garantías preceptuadas en la 

Constitución Política del Perú y de acuerdo al Nuevo Código Procesal 

Penal? 

 

2.2. Problema Colateral 

No existieron problemas colaterales. 
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2.3. Problemas Secundarios 

 

1.- ¿El procesado ejerció su derecho de defensa en el presente caso? 

2.- ¿Se cumplieron los plazos de la investigación preparatoria y 

juzgamiento tal como lo prevé el ordenamiento procesal penal? 

3.- ¿Se cumplieron los presupuestos para dictar la prisión preventiva? 

4.- ¿El Fiscal y el Juez cumplieron cabalmente su función durante el 

proceso? 

5. ¿La sentencia del juzgado penal cumplió con las formalidades de 

ley? 

6.- ¿Se observó el principio a la pluralidad de instancias?            

           7.- ¿Se aplico correctamente la confesión sincera? 

           8.- ¿El recurso de casación interpuesto es de acuerdo a ley? 

 

3. ELEMENTOS JURÍDICOS NECESARIOS PARA EL ESTUDIO DEL 
CASO 
 
3.1. Normas Legales 

 
3.1.1. Constitución Política Del Perú 

 

Artículo 139°. - Principios de la Administración de Justicia: Son 

principios y derechos de la función jurisdiccional:  

 

1. La unidad y exclusividad de la función jurisdiccional. No existe 

ni puede establecerse jurisdicción alguna independiente, con 

excepción de la militar y la arbitral. No hay proceso judicial 

por comisión o delegación.  

3. La observancia del debido proceso y la tutela jurisdiccional. 

Ninguna persona puede ser desviada de la jurisdicción 

predeterminada por la ley, ni sometida a procedimiento 

distinto de los previamente establecidos, ni juzgada por 

órganos jurisdiccionales de excepción ni por comisiones 

especiales creadas al efecto, cualquiera sea su 

denominación.  
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4. La publicidad en los procesos, salvo disposición contraria de 

la ley. Los procesos judiciales por responsabilidad de 

funcionarios públicos, y por los delitos cometidos por medio 

de la prensa y los que se refieren a derechos fundamentales 

garantizados por la Constitución, son siempre públicos. 

5. La motivación escrita de las resoluciones judiciales en todas 

las instancias, excepto los decretos de mero trámite, con 

mención expresa de la ley aplicable y de los fundamentos de 

hecho en que se sustentan.  

6. La pluralidad de la instancia.  

8. El principio de no dejar de administrar justicia por vacío o 

deficiencia de la ley. En tal caso, deben aplicarse los 

principios generales del derecho y el derecho 

consuetudinario.  

9. El principio de inaplicabilidad por analogía de la ley penal y 

de las normas que restrinjan derechos.  

10. El principio de no ser penado sin proceso judicial.  

11. La aplicación de la ley más favorable al procesado en caso 

de duda o de conflicto entre leyes penales.  

12. El principio de no ser condenado en ausencia.  

14. El principio de no ser privado del derecho de defensa en 

ningún estado del proceso. Toda persona será informada 

inmediatamente y por escrito de la causa o las razones de su 

detención. Tiene derecho a comunicarse personalmente con 

un defensor de su elección y a ser asesorada por este desde 

que es citada o detenida por cualquier autoridad.  

16. El principio de la gratuidad de la administración de justicia y 

de la defensa gratuita para las personas de escasos recursos; 

y, para todos, en los casos que la ley señala.  

20. El principio del derecho de toda persona de formular análisis 

y críticas de las resoluciones y sentencias judiciales, con las 

limitaciones de ley. 
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3.1.2. Ley Orgánica Del Ministerio Público 
 

Artículo 5°. - Autonomía funcional 

 Los Fiscales actúan independientemente en el ejercicio de sus 

atribuciones, las que desempeñarán según su propio criterio y en 

la forma que estimen más arreglada a los fines de su institución. 

Siendo un cuerpo jerárquicamente organizado deben sujetarse a 

las instrucciones que pudieren impartirles sus superiores. 

 

Artículo 9°. - Intervención del Ministerio Público en etapa 

policial 

El Ministerio Público, conforme al inciso 5 del Artículo 250° de la 

Constitución Política, vigila e interviene en la investigación del 

delito desde la etapa policial. Con ese objeto las Fuerzas 

Policiales realizan la investigación. El Ministerio Público 

interviene en ella orientándola en cuanto a las pruebas que sean 

menester actuar y la supervigila para que se cumplan las 

disposiciones legales pertinentes para el ejercicio oportuno de la 

acción penal. Igual función corresponde al Ministerio Público en 

las acciones policiales preventivas del delito. 

 

Artículo 10°. - Intervención del Ministerio Público en garantía 

del derecho de defensa 

Tan luego como el fiscal provincial en lo penal sea informado de 

la detención policial de persona imputada de la comisión de delito 

se pondrá en comunicación, por sí o por medio de su Adjunto o 

de su auxiliar debidamente autorizado, con el detenido, para el 

efecto de asegurar el derecho de defensa de este y los demás, 

según le reconocen la Constitución y las leyes. 
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Artículo 11°. - Titularidad de la acción penal del Ministerio 

Público 

El Ministerio Público es el titular de la acción penal pública, la que 

ejercita de oficio, a instancia de la parte agraviada o por acción 

popular, si se trata de delito de comisión inmediata o de aquéllos 

contra los cuales la ley la concede expresamente. 

 

Artículo 14°. - Carga de la Prueba 

Sobre el Ministerio Público recae la carga de la prueba en las 

acciones civiles, penales y tutelares que ejercite, así como en los 

casos de faltas disciplinarias que denuncie. Los jueces y demás 

funcionarios públicos, sin perjuicio de las atribuciones que al 

respecto les otorga la ley, citarán oportunamente, bajo 

responsabilidad, al Fiscal que actúe en el proceso de que 

conocen a sus diligencias fundamentales y a las de actuación de 

pruebas ofrecidas por cualquiera de las partes u ordenadas de 

oficio. También será notificado dicho Fiscal con las resoluciones 

que se expidan en el proceso, bajo pena de nulidad. 

 
3.1.3. Ley Orgánica Del Poder Judicial 

 
Principios Generales  

Artículo 1°. - Potestad exclusiva de administrar justicia.  

La potestad de administrar justicia emana del pueblo y se ejerce 

por el Poder Judicial a través de sus órganos jerárquicos con 

sujeción a la Constitución y a las leyes. No existe ni puede 

instituirse jurisdicción alguna independiente del Poder Judicial, 

con excepción de la arbitral y la militar.  

 

Artículo 2°. - Autonomía e independencia del Poder Judicial.  

El Poder Judicial en su ejercicio funcional es autónomo en lo 

político, administrativo, económico, disciplinario e independiente 

en lo jurisdiccional, con sujeción a la Constitución y a la presente 

ley. 
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Artículo 4°. - Carácter vinculante de las decisiones judiciales. 

Principios de la administración de justicia.  

Toda persona y autoridad está obligada a acatar y dar 

cumplimiento a las decisiones judiciales o de índole 

administrativa, emanadas de autoridad judicial competente, en 

sus propios términos, sin poder calificar su contenido o sus 

fundamentos, restringir sus efectos o interpretar sus alcances, 

bajo la responsabilidad civil, penal o administrativa que la ley 

señala. Ninguna autoridad, cualquiera sea su rango o 

denominación, fuera de la organización jerárquica del Poder 

Judicial, puede avocarse al conocimiento de causas pendientes 

ante el órgano jurisdiccional. No se puede dejar sin efecto 

resoluciones judiciales con autoridad de cosa juzgada, ni 

modificar su contenido, ni retardar su ejecución, ni cortar 

procedimientos en trámite, bajo la responsabilidad política, 

administrativa, civil y penal que la ley determine en cada caso. 

Esta disposición no afecta el derecho de gracia.  

 

Artículo 5°. - Dirección e impulso del proceso.  

Los Magistrados, cualquiera sea su rango, especialidad o 

denominación ejercen la dirección de los procesos de su 

competencia y están obligados a impulsarlos de oficio, salvo 

reserva procesal expresa. Con este objeto tienen autoridad sobre 

todos los intervinientes en los procesos judiciales de su 

competencia, quienes les deben el respeto y las consideraciones 

inherentes a su función. 

 

Artículo 6°. - Principios procesales en la administración de 

justicia.  

Todo proceso judicial, cualquiera sea su denominación o 

especialidad, debe ser sustanciado bajo los principios procesales 

de legalidad, inmediación, concentración, celeridad, preclusión, 
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igualdad de las partes, oralidad y economía procesal, dentro de 

los límites de la normatividad que le sea aplicable.  

 

Artículo 7°. - Tutela jurisdiccional y debido proceso.  

En el ejercicio y defensa de sus derechos, toda persona goza de 

la plena tutela jurisdiccional, con las garantías de un debido 

proceso. Es deber del Estado, facilitar el acceso a la 

administración de justicia, promoviendo y manteniendo 

condiciones de estructura y funcionamiento adecuados para tal 

propósito.  

 

Artículo 8°. - Deberes procesales de las partes  

Todos los que intervienen en un proceso judicial tienen el deber 

de comportarse con lealtad, probidad, veracidad y buena fe. Los 

Magistrados deben sancionar toda contravención a estos deberes 

procesales, así como la mala fe y temeridad procesal.  

 

Artículo 9°. - Facultad sancionadora del Juez 

 Los Magistrados pueden llamar la atención, o sancionar con 

apercibimientos, multas, pedidos de suspensión o destitución, o 

solicitar su sanción, de todas las personas que se conduzcan de 

modo inapropiado, actúen de mala fe, planteen solicitudes 

dilatorias o maliciosas y en general, cuando falten a los deberes 

señalados en el artículo anterior, así como cuando incumplan sus 

mandatos. Esta facultad comprende también a los abogados. 

Principio de Publicidad. Derecho de análisis y crítica de las 

decisiones judiciales.  

 

Artículo 10°. - Principio de publicidad. Derecho de análisis y 

crítica de las decisiones judiciales.  

Toda actuación judicial es pública, con las excepciones que la 

Constitución y las leyes autorizan. Tienen el mismo carácter los 

registros, archivos y copias de los actuados judiciales fenecidos 
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que se conserven, de acuerdo a ley. Cualquier persona 

debidamente identificada puede acceder a los mismos para 

solicitar su estudio o copia certificada, con las restricciones y 

requisitos que establece la ley. Cualquier decisión judicial, 

recaída en un proceso fenecido, puede ser objeto de análisis y 

crítica, con las limitaciones que expresamente la ley señala. 

Todas las sentencias emitidas por los jueces se publican en la 

página web del Poder Judicial, bajo responsabilidad de la Corte 

Suprema y/o de las Cortes Superiores, según corresponda. Los 

jueces tienen el deber de remitir sus sentencias a los órganos 

correspondientes en tiempo oportuno."  

 

Artículo 11°. - Instancia Plural.  

Las resoluciones judiciales son susceptibles de revisión, con 

arreglo a ley, en una instancia superior. La interposición de un 

medio de impugnación constituye un acto voluntario del 

justiciable. Lo resuelto en segunda instancia constituye cosa 

juzgada. Su impugnación solo procede en los casos previstos en 

la ley. 

 

Artículo 12°. - Motivación de Resoluciones.  

Todas las resoluciones, con exclusión de las de mero trámite, son 

motivadas, bajo responsabilidad, con expresión de los 

fundamentos en que se sustentan. Esta disposición alcanza a los 

órganos jurisdiccionales de segunda instancia que absuelven el 

grado, en cuyo caso, la reproducción de los fundamentos de la 

resolución recurrida, no constituye motivación suficiente." 

3.1.4. Código Procesal Penal 2004 

Título Preliminar 

Artículo I.- Justicia Penal  

1. La justicia penal es gratuita, salvo el pago de las costas 

procesales establecidas conforme a este Código.  
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Se imparte con imparcialidad por los órganos jurisdiccionales 

competentes y en un plazo razonable.  

2. Toda persona tiene derecho a un juicio previo, oral, público y 

contradictorio, desarrollado conforme a las normas de este 

Código.  

3. Las partes intervendrán en el proceso con iguales posibilidades 

de ejercer las facultades y derechos previstos en la 

Constitución y en este Código. Los jueces preservarán el 

principio de igualdad procesal, debiendo allanar todos los 

obstáculos que impidan o dificulten su vigencia.  

4. Las resoluciones son recurribles, en los casos y en el modo 

previsto por la Ley. Las sentencias o autos que ponen fin a la 

instancia son susceptibles de recurso de apelación.  

5. El Estado garantiza la indemnización por los errores judiciales.  

 

Artículo II.- Presunción de inocencia  

1. Toda persona imputada de la comisión de un hecho punible es 

considerada inocente, y debe ser tratada como tal, mientras no 

se demuestre lo contrario y se haya declarado su 

responsabilidad mediante sentencia firme debidamente 

motivada. Para estos efectos, se requiere de una suficiente 

actividad probatoria de cargo, obtenida y actuada con las 

debidas garantías procesales. En caso de duda sobre la 

responsabilidad penal debe resolverse a favor del imputado. 

2. Hasta antes de la sentencia firme, ningún funcionario o 

autoridad pública puede presentar a una persona como 

culpable o brindar información en tal sentido.  

 

Artículo III.- Interdicción de la persecución penal múltiple. 

Nadie podrá ser procesado, ni sancionado más de una vez por un 

mismo hecho, siempre que se trate del mismo sujeto y 

fundamento. Este principio rige para las sanciones penales y 

administrativas. El derecho penal tiene preeminencia sobre el 
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derecho administrativo. La excepción a esta norma es la revisión 

por la Corte Suprema de la sentencia condenatoria expedida en 

alguno de los casos en que la acción está indicada taxativamente 

como procedente en este Código.  

 

Artículo IV.- Titular de la acción penal  

1. El Ministerio Público es titular del ejercicio público de la acción 

penal en los delitos y tiene el deber de la carga de la prueba. 

Asume la conducción de la investigación desde su inicio, 

decidida y proactivamente en defensa de la sociedad. 

2. El Ministerio Público está obligado a actuar con objetividad, 

indagando los hechos constitutivos de delito, los que 

determinen y acrediten la responsabilidad o inocencia del 

imputado. Con esta finalidad conduce y controla jurídicamente 

los actos de investigación que realiza la Policía Nacional.  

3. Los actos de investigación que practica el Ministerio Público o 

la Policía Nacional no tienen carácter jurisdiccional. Cuando 

fuera indispensable una decisión de esta naturaleza la 

requerirá del órgano jurisdiccional, motivando debidamente su 

petición.  

4. El Ministerio Público en el ejercicio de sus funciones debe tener 

en cuenta la organización administrativa y funcional de la 

Policía Nacional de conformidad con sus leyes y reglamentos.  

 

Artículo V.- Competencia judicial  

1. Corresponde al órgano jurisdiccional la dirección de la etapa 

intermedia y, especialmente, del juzgamiento, así como 

expedir las sentencias y demás resoluciones previstas en la 

Ley.  
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Artículo VI. - Legalidad de las medidas limitativas de 

derechos.  

Las medidas que limitan derechos fundamentales, salvo las 

excepciones previstas en la Constitución, sólo podrán dictarse 

por la autoridad judicial, en el modo, forma y con las garantías 

previstas por la Ley. Se impondrán mediante resolución motivada, 

a instancia de la parte procesal legitimada. La orden judicial debe 

sustentarse en suficientes elementos de convicción, en atención 

a la naturaleza y finalidad de la medida y al derecho fundamental 

objeto de limitación, así como respetar el principio de 

proporcionalidad.  

 

Artículo VII.- Vigencia e interpretación de la Ley procesal 

penal  

1. La Ley procesal penal es de aplicación inmediata, incluso al 

proceso en trámite, y es la que rige al tiempo de la actuación 

procesal. Sin embargo, continuarán rigiéndose por la Ley 

anterior, los medios impugnatorios ya interpuestos, los actos 

procesales con principio de ejecución y los plazos que 

hubieran empezado.  

2. La Ley procesal referida a derechos individuales que sea más 

favorable al imputado, expedida con posterioridad a la 

actuación procesal, se aplicará retroactivamente, incluso para 

los actos ya concluidos, si fuera posible.  

3. La Ley que coacte la libertad o el ejercicio de los derechos 

procesales de las personas, así como la que limite un poder 

conferido a las partes o establezca sanciones procesales, será 

interpretada restrictivamente. La interpretación extensiva y la 

analogía quedan prohibidas mientras no favorezcan la libertad 

del imputado o el ejercicio de sus derechos.  

4. En caso de duda insalvable sobre la Ley aplicable debe estarse 

a lo más favorable al reo.  
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Artículo VIII.- Legitimidad de la prueba  

1. Todo medio de prueba será valorado sólo si ha sido obtenido 

e incorporado al proceso por un procedimiento 

constitucionalmente legítimo.  

2. Carecen de efecto legal las pruebas obtenidas, directa o 

indirectamente, con violación del contenido esencial de los 

derechos fundamentales de la persona.  

3. La inobservancia de cualquier regla de garantía constitucional 

establecida a favor del procesado no podrá hacerse valer en 

su perjuicio.  

 

Artículo IX.- Derecho de Defensa  

1. Toda persona tiene derecho inviolable e irrestricto a que se le 

informe de sus derechos, a que se le comunique de inmediato 

y detalladamente la imputación formulada en su contra, y a ser 

asistida por un Abogado Defensor de su elección o, en su caso, 

por un abogado de oficio, desde que es citada o detenida por 

la autoridad. También tiene derecho a que se le conceda un 

tiempo razonable para que prepare su defensa; a ejercer su 

autodefensa material; a intervenir, en plena igualdad, en la 

actividad probatoria; y, en las condiciones previstas por la Ley, 

a utilizar los medios de prueba pertinentes. El ejercicio del 

derecho de defensa se extiende a todo estado y grado del 

procedimiento, en la forma y oportunidad que la ley señala.  

2. Nadie puede ser obligado o inducido a declarar o a reconocer 

culpabilidad contra sí mismo, contra su cónyuge, o sus 

parientes dentro del cuarto grado de consanguinidad o 

segundo de afinidad.  

3. El proceso penal garantiza, también, el ejercicio de los 

derechos de información y de participación procesal a la 

persona agraviada o perjudicada por el delito. La autoridad 

pública está obligada a velar por su protección y a brindarle un 

trato acorde con su condición.  
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Artículo X.- Prevalencia de las normas de este Título  

Las normas que integran el presente Título prevalecen sobre 

cualquier otra disposición de este Código. Serán utilizadas como 

fundamento de interpretación. 

 

3.2. Doctrinas 

 

Doctrinas de forma no de fondo, referente al proceso.  

 

1.- Teoría del Delito  

Es un instrumento conceptual para determinar si el hecho que se 

juzga es el presupuesto de la consecuencia jurídico penal previsto en 

la ley. La ciencia del derecho penal es una ciencia práctica y la teoría 

del delito tiene también una finalidad práctica. Su objeto es, en este 

sentido, establecer un orden racional y, por lo tanto, fundamentado, 

de los problemas y soluciones que se presentan en la aplicación de 

la ley penal a un caso dado. La teoría jurídica del delito es, en 

consecuencia, una propuesta, apoyada en un método científicamente 

aceptado, de cómo fundamentar las resoluciones de los tribunales en 

materia de aplicación de la ley penal. (BACIGALUPO, 2010) “Manual 

de Derecho Penal, pg.67”. 

 

2. Imputabilidad. 

Un acto antijurídico y típico por sí solo no es suficiente para castigar 

a su autor. Es necesario que pueda ser considerado como 

proveniente del autor. Esto es, que pueda serle imputado tanto 

objetiva como subjetivamente. La realización de un resultado 

delictuoso, muerte, lesión o daño a la propiedad no basta; sólo la 

relación personal íntima entre el agente y el comportamiento 

delictuoso podría fundar la imposición de la pena. Interrogarse en 

torno a esta relación entre el agente y su acción, comporta 

preguntarse sobre la capacidad que tuvo el autor para obrar de una 

manera diferente. Esto significa, en realidad, tener que referirse a la 
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disyuntiva: determinismo o indeterminismo. La mayor parte de los 

juristas renuncian, actualmente, a fundar la noción de 

responsabilidad, exclusivamente, sobre uno de los términos de esta 

alternativa. No es posible comprender, cabalmente, el problema de la 

capacidad penal y analizarlo con seriedad, sin hacer referencia a las 

dos mencionadas concepciones. (VILLAVICENCIO, 2015) “Manual 

de Derecho Penal, pg.213”. 

 

3. Culpabilidad  

No hay pena sin culpa; junto con el principio de legalidad, el de la 

culpabilidad constituye la base de nuestro derecho penal. No basta 

que el autor haya realizado una acción típica y antijurídica para 

castigarlo, sino que es indispensable que haya también obrado 

culpablemente, lo que, a su vez, presupone su imputabilidad. Vale 

decir, que la culpabilidad supone la constatación del carácter 

antijurídico de la acción y su atribución al autor. (MUÑOZ, 2004) 

“Teoria general del delito, pg.300”. 

 

4. Elementos del dolo.  

Según nuestro Código Penal, los elementos del dolo son la 

conciencia y la voluntad. La doctrina los califica de elementos 

intelectual y volitivo. La conciencia significa el conocimiento, por parte 

del agente, de todas las circunstancias objetivas contenidas en el tipo 

legal. El autor debe ser consciente de realizar el acto delictuoso, de 

producir el resultado, de crear una relación de causalidad entre 

ambos, de conocer todos los otros elementos esenciales al tipo (por 

ejemplo, la calidad de la víctima, la naturaleza del objeto sobre el que 

se ejecuta la acción o los medios a emplear, las circunstancias del 

acto típico); vale decir, que el agente debe conocer, en el momento 

de actuar, los elementos descriptivos del tipo legal, que por estar 

referidos al mundo externo son fácilmente aprehensibles, y los 

elementos normativos, respecto a los cuales el autor debe 

comprender cabalmente la valoración o calidad a la cual hacen 
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referencia (cosa mueble ajena, documento público, funcionario 

público). No es necesario, por el contrario, que el agente conozca su 

propia responsabilidad, el grado de realización de su acto, las 

condiciones objetivas de punibilidad y el carácter punible de su acto. 

(QUINTERO OLIVARES, 2002) “Manual de derecho penal, pg. 

230”.  

 

5. Autoría. - Noción de autor: 

A pesar de que no constituye, propiamente, una parte de la teoría de 

la participación, es indispensable determinar, en primer lugar, la 

noción de autor. Esto es debido a su estrecha vinculación con las 

diversas formas de participación. El legislador peruano no ha 

señalado en una fórmula general, quiénes son autores. Lo que es 

correcto, ya que cada una de las disposiciones de la parte especial 

del Código, es una definición particular del autor. (PEÑA, 2003) 

“Tratado de Derecho Penal, pg. 307”. 

 

6.- Teoría del Delito  

La teoría del delito se estructura como un método de análisis de 

distintos niveles. Cada uno de estos niveles presupone el anterior y 

todos tienen la finalidad de ir descartando las causas que impedirían 

la aplicación de una pena y comprobando (positivamente) si se dan 

las que condicionan esa aplicación. Gráficamente podría decirse que 

se trata de una serie de filtros cuyos orificios son más estrechos en 

cada nivel. Sólo tiene sentido preguntarse por la adecuación típica de 

un hecho que reúna los requisitos de una acción. De igual modo sólo 

cabe preguntarse por la culpabilidad si previamente se ha 

comprobado la existencia de una acción típica y antijurídica. 

(RENAULD, 2004) “Imputacion objetiva y delito culposo, pg. 

333”. 
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7.- La Tipicidad   

El tipo penal (supuesto de hecho típico del delito) en general. El tipo 

penal es el conjunto de elementos que caracteriza a un 

comportamiento como contrario a la norma. De todos modos, es 

posible distinguir por lo menos dos conceptos de tipo según su 

contenido: Tipo garantía: contiene todos los presupuestos que 

condicionan la aplicación de una pena. Tipo sistemático: es el tipo 

en sentido estricto, el que describe la acción prohibida por la norma. 

El tipo sistemático coincide con el tipo de error: los elementos 

objetivos de este tipo son los que, en su caso, debe haber conocido 

y querido el autor para que pueda afirmarse que obró con dolo; el 

error sobre uno de esos elementos excluye el dolo. El tipo 

sistemático del que se trata aquí, se obtiene mediante una 

delimitación de sus elementos respecto de los de la antijuridicidad. 

Si una acción es contraria al orden jurídico bajo dos condiciones 

infracción de una norma (tipicidad) y no-autorización de la misma 

por el orden jurídico (antijuridicidad), la delimitación de los 

elementos del tipo requiere excluir del concepto de este a los 

elementos de la antijuridicidad: la falta de antijuridicidad no excluye 

la tipicidad. (Bramont, 2015) “Teoria General del delito, pg. 186” 

 

8.  El tipo del delito doloso y el tipo del delito culposo.  

El tipo penal de los delitos dolosos contiene básicamente una acción 

dirigida por el autor a la producción del resultado. El tipo penal de 

los delitos culposos, por el contrario, contiene una acción que no se 

dirige por el autor al resultado. En el primer caso se requiere, por lo 

tanto, una coincidencia entre el aspecto objetivo y el subjetivo del 

hecho: lo ocurrido tiene que haber sido conocido y querido por el 

autor. Esto permite distinguir entre un tipo objetivo que contiene los 

aspectos objetivos del hecho y un tipo subjetivo, que contiene los 

aspectos subjetivos del mismo. Ambos tipos deben ser coincidentes. 

(VILLA, 2008) “Derecho Penal parte General, pg. 233”. 
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9. La antijuridicidad 

El segundo elemento de lo ilícito es la antijuridicidad. Antijurídica es 

una acción típica que no está justificada. Ya se trate de la realización 

de un tipo de comisión o de omisión, o de un tipo doloso o culposo, 

en todo caso la antijuridicidad consiste en la falta de autorización de 

la acción típica. Matar a otro es una acción típica porque lesiona la 

norma que dice "no debes matar"; esta misma acción típica será 

antijurídica si no ha sido realizada al amparo de una causa de 

justificación (por ejemplo, legítima defensa, estado de necesidad, 

etc.). (HURTADO, 2005) “Manual del derecho penal, parte 

general, pg. 200”. 

 

10. La culpabilidad (LA RESPONSABILIDAD)  

La comprobación de la realización de una acción típica, antijurídica 

y atribuible no es suficiente para responsabilizar penalmente a su 

autor. La responsabilidad penal o responsabilidad criminal depende 

de que el autor haya obrado culpablemente. La culpabilidad, por 

tanto, constituye el conjunto de condiciones que determinan que el 

autor de una acción típica, antijurídica y atribuible sea criminalmente 

responsable de la misma. (VILLAVICENCIO, 2007) “Derecho 

Penal, parte general, pg. 155) 

 

3.3. Jurisprudencia 

 

1.  RECURSO DE NULIDAD N°.2818-2011, PUNO 

Definición de robo agravado 

Esta decisión es relevante, pues brinda alcances del delito de robo 

agravado, como aquel acto de apoderarse de los bienes 

patrimoniales ajenos; para diferenciar entre el acto de consumación y 

la tentativa de robo; es necesario precisar los elementos objetivos de 

la tipicidad del delito, entre los que destaca la sustracción o 

apoderamiento ilegitimo parcial o total de un bien mueble ajeno, 

empleando la violencia “vis absoluta” o la amenaza “vis compulsiva”. 
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El acto de apoderamiento se caracteriza por: a) el acto de separar o 

desplazar físicamente la cosa de la esfera de custodia del titular e 

incorporarla a la esfera del sujeto activo. b) El grado de tentativa se 

caracteriza por el inicio de acto ejecutivos del delito, priorizando actos 

que de forma objetiva y subjetiva deben connotar el resultado típico, 

el mismo que no logra consumarse en su totalidad por causa ajenas 

a la voluntad del agente. 

 

2. RESOLUCION N°.072289-2005-AA/TC 

Derecho al debido proceso 

El contenido constitucionalmente protegido del derecho al debido 

proceso comprende una serie de garantías, formales y materiales, de 

distinta naturaleza, que en conjunto garantizan que el procedimiento 

o proceso en el cual se encuentre inmerso una persona, se realice y 

concluya con el necesario respeto y protección de todos los derechos 

que en él puedan encontrarse comprendido. 

 

3. RESOLUCION N°.04831-2005-HC/TC 

Derecho a la prueba 

El derecho fundamental a la prueba tiene protección constitucional, 

en la medida en que se trata de un contenido implícito del derecho al 

debido proceso, reconocido en el artículo 139, inciso 3, de la 

Constitución. En este sentido, una de las garantías que asisten a las 

partes del proceso es la de presentar los medios probatorios 

necesarios que posibiliten crear convicción en el juzgador sobre la 

veracidad de sus argumentos. 

Sin embargo, como todo derecho fundamental, el derecho a la prueba 

también está sujeto a restricciones o limitaciones, derivadas tanto de 

la necesidad de que sean armonizados con otros derechos o bienes 

constitucionales -límites extrínsecos-, como de la propia naturaleza 

del derecho en cuestión -límites intrínsecos. 
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4. EXPEDIENTE N°.2007-02661-14-1601-JR-PR-1 

Funciones del Ministerio Publico 

Que, en materia probatoria, el nuevo Código Procesal Penal ha 

introducido una serie de garantías a fin de que el órgano jurisdiccional 

pueda garantizar un equilibrio entre la facultad perseguidora y de 

investigación de la Fiscalía como titular de la acción penal pública y 

los derechos de todo imputado que como ciudadano le corresponde, 

lo que guarda mayor relevancia cuando se trata de hechos en 

flagrancia delictiva como es el caso que nos ocupa, en la que la 

policía está facultada para efectuar intervenciones y actas de 

registros e incautación, aún sin la presencia del representante del 

Ministerio Público ni la defensa del intervenido, esto por la urgencia 

que el caso requiere, pero guardando las formalidades que la ley 

exige y respetando los derechos de la persona intervenida.” 

 

5. EXPEDIENTE N.º 2008-01296-21-2301-JR-PE-1 

Definición de Prueba Pertinente 

“Prueba pertinente es aquella que de alguna manera hace referencia 

al hecho de que constituye el objeto del proceso, la referencia alude 

al hecho materia de proceso, de tal forma que acredita su existencia, 

inexistencia o modalidad, o también a la participación que tuvo en él 

tuvo el imputado, sin embargo la pertinencia no se limita por la 

circunstancia de que las partes hayan controvertido o admitido el 

hecho, sino de la vinculación del elemento con los hechos que es 

necesario probar para verificar la verdad real. Es también pertinente 

la prueba si esta también dirigida para verificar la idoneidad de otro 

elemento probatorio que esté relacionado directamente con el hecho 

principal, como serían las pruebas tendientes a verificar o cuestionar 

la credibilidad de la prueba”. 
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6. EXPEDIENTE N° 2007-00214-86-1308-JR-PE-l 

Principios de Oralidad E Inmediación: Contenido y efectos en 

segunda instancia  

Toda persona tiene derecho a un juicio previo, oral, público y 

contradictorio; un proceso será llevado con todas las garantías si está 

regulado bajo el régimen de publicidad y de oralidad que es una 

consecuencia de la publicidad del debate. Como consecuencia de la 

oralidad, el órgano jurisdiccional debe fundar la sentencia que emita 

en el material probatoria proferida oralmente en el debate. Asimismo, 

la oralidad genera otro principio rector del juicio oral, esto es, la 

inmediatez que permite al juzgador generar convicción respecto a los 

medios de prueba actuados en la audiencia del debate, de tal suerte 

que su juicio valorativo se efectuará solo de los actuados en dicha 

audiencia. El principio de inmediación impide que la prueba 

testimonial pueda ser valorada nuevamente y esto constituye un 

obstáculo insalvable para modificar la sentencia condenatoria 

recurrida. El recurso de apelación es limitado cuando se refiere a 

sentencias condenatorias, las cuales han de ser respetadas cuando 

se fundamentan en una prueba testimonial de cargo que el juzgador 

de primera instancia ha visto y oído de manera personal e inmediata, 

y cuya valoración es privilegio exclusivo de dicho juzgador, que el 

tribunal de apelación ha de respetar. 

 

7. EXPEDIENTE N° 2006-00694-14-1308-JR-PE 

Principios de Inmediación Y Contradicción:  

Imposibilidad de modificar la valoración de las pruebas personales en 

segunda instancia  

La sentencia condenatoria se basa fundamentalmente en el 

testimonio del testigo presencial de los hechos, que ha sido 

compulsado con otras pruebas actuadas en el juicio oral de primera 

instancia. El colegiado, en apelación, está impedido de dar diferente 

valor a la declaración de la citada testigo en aplicación del principio de 

inmediación y contradicción que establece el nuevo modelo procesal 
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penal, conocido como sistema acusatorio. Debe mantenerse entonces 

el valor probatorio que le otorgaron los jueces de primera instancia a 

tal declaración, no habiéndose actuado en esta instancia prueba 

personal o documental que sirva para modificar la valoración 

efectuada.  

 

8. SALA PENAL TRANSITORIA R.N. 1358-2015, LIMA NORTE: 

El derecho a la presunción de inocencia se configura en tanto que 

regla de juicio y desde la perspectiva constitucional, como el derecho 

a no ser condenado sin pruebas de cargo válidas, lo que implica que 

exista una mínima actividad probatoria, realizada con las garantías 

necesarias, referida a  todos los elementos esenciales del delito y que 

de la misma se infiera razonablemente los hechos y la participación 

del acusado en ellos, conforme lo recalca la doctrina consolidada de 

esta Suprema Instancia, mediante el Acuerdo Plenario número dos-

dos mil cinco/CJ-ciento dieciséis, del treinta de setiembre de dos mil 

cinco. 

 

9. SALA PENAL PERMANENTE, CASACIÓN Nº 335-2015-DEL 

SANTA: 

Ahora bien, el siguiente paso será determinar el quantum de la pena 

aplicable al caso de autos. La proporcionalidad no responde a un 

criterio rígido o a una referencia genérica de este principio. En este 

sentido, en aras de realizar el control de proporcionalidad de dicha 

atenuación, debe ponderarse los siguientes factores que fluyen del 

análisis del caso materia del presente recurso. 

 

10. SALA PENAL PERMANENTE, CASACION N° 828-2014, 

LAMBAYEQUE. 

La competencia constitucional asignada al Ministerio Publico es 

eminentemente postulatoria, por ello la facultad del órgano 

jurisdiccional de apartarse de los términos estrictos de la acusación 

fiscal, en tanto respete los hechos ciertos objeto de acusación, sin que 
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cambie el bien jurídico tutelado por el delito acusado y 

fundamentalmente, siempre que observe el derecho de defensa y el 

principio contradictorio.    

 

4. DISCUSIÓN 

 

Es la parte central del trabajo de suficiencia profesional, en la que se 

realiza un exhaustivo análisis del caso estudiado, interpretándose los 

resultados en contrastación con las bases de conocimiento que sirvió de 

soporte teórico al estudio, concluyéndose con los nuevos significados o 

aportes del trabajo. 

 

 De la misma manera, el proceso instaurado contra el procesado 

Carlos Paredes Villareal, se desarrolló conforme a los principios y derecho 

a la doble instancia reconocidas por nuestra Constitución del Perú, por 

cuanto, el imputado ejerció su derecho a la doble instancia sin limitación 

alguna, no fue privado de su derecho de defensa en ninguna instancia, ni 

fue privado de su derecho de formular análisis y críticas de las resoluciones 

y sentencias judiciales emanadas. 

 

Sin embargo, su recurso de casación interpuesta fue declarado nulo 

e inadmisible por carecer de sustento probatorio que pueda justificar la 

comisión del delito; además, haciendo contraste con las bases de 

conocimientos de las Normas Legales, doctrina y jurisprudencia, se puede 

concluir que no se evidencio algún aporte para el desarrollo de la ciencia de 

derecho subjetivo, toda vez que se cumplió con el debido proceso en donde 

se vinculó  al imputado con los hechos incriminados en su contra y que por 

ende establecen su responsabilidad penal, la aplicación de la pena, y 

determinar la reparación civil. 
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5. CONCLUSIONES 

     En el presente caso concreto y del análisis respectivo la discusión se 

centró en las conclusiones siguientes:  

1. Conclusión uno: El proceso instaurado contra el procesado Carlos Paredes 

Villareal se desarrolló conforme a los principios y derechos a la pluralidad 

de instancia reconocida en el numeral 6 del artículo 139° de la Constitución 

Política del Perú, por cuanto ejerció su derecho a la doble instancia sin 

limitación alguna.  

 

2. Conclusión segunda: En el presente caso el proceso instaurado contra 

Carlos Paredes Villareal, se desarrolló conforme a los principios y derechos 

en el artículo 139° de la Carta Magna; por cuanto, no fue privado de su 

derecho de defensa en ninguna instancia, reconocido en el numeral 14 del 

artículo 139° de la Constitución Política del Perú y en el artículo 71° del 

Nuevo Código Procesal Penal, donde se cumplió con tener su abogado 

defensor y las leyes que le conceden desde el inicio de las primeras 

diligencias de investigación hasta la culminación del proceso penal. 

 

3. Conclusión tercera: En el presente caso el proceso instaurado contra 

Carlos Paredes Villareal, se desarrolló conforme a los principios y derecho 

reconocidos en el inciso 14 del artículo 139° de nuestra Constitución Política 

del Perú; por cuanto no fue privado de su derecho de formular análisis y 

críticas de las resoluciones y sentencias judiciales; sin embargo, su recurso 

de casación fue declarado nulo el concesorio e inadmisible su recurso de 

casación.   

 

4. Cuarta conclusión: Mi opinión personal en el presente proceso, va dirigida 

al abogado patrocinante de la defensa técnica del imputado a prepararse 

con más dedicación en la argumentación jurídica para interponer el recurso 

de casación que interpuso contra la sentencia de vista, que confirma como 

autor a Carlos Paredes Villareal del delito de robo agravado y se le reforma 

doce años de pena privativa de libertad.  
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Asimismo, el recurso de casación fue declarado nulo e  inadmisible por 

la Corte Suprema de la Republica al momento de resolver a razón de 

que el recurso de casación interpuesto por el abogado del procesado, 

en su sustento normativo alega las causales cuatro y cinco del articulo 

429°del Código Procesal Penal, sin embargo estas no fueron 

fundamentadas de manera separada como corresponde, pues hay que 

tener en cuenta que son de distintos alcances de ilogicidad en la 

motivación y apartamiento de la doctrina jurisprudencial establecido; 

error que cometió el abogado de la defensa y que motivo el rechazo del 

recurso de casación.  

 

VII. Plan de actividades y cronograma. – 

 

ACTIVIDAD 
2022 

Sep Oct Nov Dic Ene 

1. Selección del Expediente Civil o Penal        X 
    

2. Revisión Bibliográfica         X    

3. Revisión y corrección del trabajo de Suficiencia 
Profesional 

 
        

X   

4. Recopilación de la información      X        

5. Informe del Asesor                  X 

6. Entrega del Trabajo de Suficiencia Profesional    
                X 

7. Correcciones            X 

8. Presentación y sustentación            X 
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